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Una discusión  sobre formas >  -procedimientos  y  problemas en la  compra- 
venta  de tierras  originada  por  una reforma  agraria  corre  el  riesgo’  -para  quien 
no quiera  que así  sea-  de convertirse  en una discusión  burguesa.  Por la  sencL 
lla  razón de que parte  de la  premisa de que las  tierras  se valorizan  y  pagan. 
Se acepta,  de este  modo  p como  normal y  razonable  la  existencia  de propiedad  - 
privada  sobre el  suelo,  la  apropiación  para usos privados  de porciones  del  - 
planeta  mediante derechos que pueden ser  transferidos  por  simples  actos  de -- 
compra-venta;  que la  tierra,  en definitiva,  es una mercancía. 
En este  sentido,  el  límite  de este  artkulo  consiste  en situarse  de: 
tro  de la  lógica  del  orden burgués,  que preside  las  reformas  agrarias  propues- 
tas  (y  algunas efectuadas)  en el  Perú durante  la  década de los  sesenta.  No 
intentar3  demostrar  c&no y  por  qué esas reformas  son burguesas -cosa que doy 
por  sentada- 9 sinó  las  distintas  modalidades teóricamente  posibles  y  las  ensa 
yadas en el  Perii.  en relación  con los  procedimientos  de valorización  y  pago. 
. 
En un libro  reciente,  Michel  Gutelman (Michel  Gutelman,  1974) analL 
za el  significado  t&rico  de los  distintos  sistemas  de transferencia  e in- 
nización,  sobre la  base de que,  tras  su apariencia  tknica,  expresan conflic 
tos  entre  clases,  y  las  propuestas  concretas  resultan  de la  correlación  de 
fuerzas  entre  diferentes  intereses.  Intentaremos  seguir  ese camino. 
En la  primera  parte  analizamos  p desde un punto  de vista  puramente - 
teórico,  los  problemas y  el  significado  de distintos  métodos de valorización 
y  pago..  Vemos  en la  segunda los  métodos,concretos  que se han propuesto  en  - 
el  Perú. 
Este artículo  es  la  primera  parte  de un trabajo  mayor -en prepara  - 
ción-  sobre la  financiaciíjn  de la  reforma  agraria  en el  Perú.  No abarca la 
reforma  agraria  que actualmente  implementa el  Gobierno Militar  en aplicación 
del  Decreto  Ley 17716, deteniéndose en la  anterior  reforma  de Belaúnde. 
l  - 2. 
PAKI’E  A:  PFXJBLEMAS  TEORICOS  EN LA FINANCIACICN  DE LAS  REFORMAS  AGRARIAS 
1.  vALoRIzx1oId 
La valorización  consiste  en la  determinación  del  valor  de la  tie- 
rra  y  otros  activos  a expropiarse.  -&@í nos referiremos  principalmente  a 
la  tierra.  La valorización  tiene  dos aspectos:  la  indemnización que reci- 
birá  el  propietario  y  el  precio  que hab&  de pagar  el  adjudicatario  o bene 
ficiario  de la  reforma.  Es común  que medie una diferencia  entre  ambos  pa- 
gosp no sólo  por  el  monto total  sinó  también por  la  forma en que se efec-- 
tGen.  En muchas reformas  los  criterios  con los  que se determina  la  indem- 
nización  y  los  que sirven  para  fijar  el  monto a pagar  por  los  beneficiarios 
son muy distintos;  los  plazos  y  tasas  de interés  difieren  también comunmen 
te.  Es evidente  que las  diferencias  deberán ser  cubiertas  por  el  Estado o 
alguna institución  de carácter  público  0 semipúblico  encargada de financiar 
la  refoma.  Por supuesto,  cuanto mayor sea la  diferencia  -que irá  probable 
mente en favor  de los .beneficiarios-  mayor será  la  parte  del  costo  de la  re 
forma que recaerá  sobre el  Estado. 
El  simple hecho de que nos planteemos el  problemade  la  valoriza- 
ción  indica  ya cual  es el  carácter  de las  reformas  agrarias  %odernas*’ -sobre 
las  que aquf  estamos tratando:  un carácter  burgués de proceso de compra-v-  . 
ta  de tierras  -aunque intermediado  por  el  Estado-  donde se reconoce la  propie 
d,ad  privada  sobre  la  tierra  al  valorizarla  y  pagarla.  Sin embargo, el  ca&- 
ter  burgués acbnite muchos  matices  se&  sean las  formas  de  valorizaci6n 3. 
4 
1/  Y pago-.  En un extremo p la  compensación  puede ser  plena  0 total;  0 sea, 
se paga al  terrateniente  el  mejor  precio  que hubiera  podido obtener  en las 
condiciones  ordinarias  del  mercado de tierras  existente.  En el  otro  extrg 
mo,  la  indemnizaci6n es nula.  Entre  medias caben numerosas posibilidades. 
Cabe ta&&%  que se abone a los  terratenientes  un precio  superior  al  pleno 
es  decir,  que se le  subsidie.  Esto,  que no será  frecuente  como  norma, pue_ 
de presentarse,  sin  embargo, en numerosos casos aislados.  Y no es tan  in- 
frecuente  que suceda en relación  con el  ganado  y-otros  activos  distintos  de 
la  tierra. 
El  carácter  antiterrateniente  y  pro-campesino de la  reforma  de- 
penderá en importante  medida,  aunque  por  supuesto no únicamente,  de las  - 
formas  de valorización  y  pago,  dentro  siempre de su propio  carácter  burgués. 
Estas  determinan el  grado en que ella  impone una transferencia  de riqueza 
en favor  del  campesinado  y  en contra  de los  terratenientes  (o de otros  sec 
tores  cuando parte  de la  indexmizaciOn es  cubierta  con recursos  fiscales). 
Desde un punto  de vista  teórico  el  precio  de mercado de las  tie 
rras  deberá oscilar  en torno  al  valor  capitalizado  de la  renta  territorial. 
Naturalmente,  existen  muchas dificultades  para  estimar  el  precio  de merca- 
do equivalente  de tierras  que no se encuentran en venta,  a partir  de la  cg 
pitalización  de su renta.  Por  lo -pronto,  en muchas ocasiones  las  tierras 
no están  arrendadas, ‘sinó  bajo  la  explotaci6n  de sus propietarios;  no exis- 
tirá  entonces una renta  escritural  actualizada,  un canon arrendaticio  que 
-figure  en una escritura  reciente.  Habrá en tal  caso que estimar  primero  -- 
. 
A/  Por supuesto el  carácter  burgués debería  precisarse  en relación  con la  u 
bicación  hist6rica  y  la  significación  política  de la  reforma.  Puede sir 
tuarse  ésta  enun  contexto  revolucionario  burgués  antiterrateniente  o de 
evolución  lenta  de la  econcmía terrateniente  precapitalista  hacia una a 
gricultura  capitalista  o de consolidación  de un capitalismo  bastante  dg- 
sarrollado  o de tránsito  hacia  el  socialismo0  de estabilizaciónpolítica 
del  sistema  en su conjunto  o muchas otras  posibilidades  más,  cada una de 
las  cuales  implica  una particular  alianza  de clases.  Nonos  vamos a ocu 
par  sin  ekargo  ahora de esto. 
i  - ,  4. 
primera  esa renta,  lo  que se podrá hacer  a partir  de los  arrendamientos  pa- 
sdos  por  tierras  semejantes y/o  a partir  de separar  de los  beneficios  obte- 
nidos  por  la  explotaciórr  la  parte  que corresponde al  beneficio  del  capital 
invertido  y  la  parte  que corresponde a la  renta.  Además, en muchos casos - 
las  rentas  no son pagadas en dinero  sinó  en trabajo  o en productos;  habría 
aquí  que establecer  el  valor  monetario  equivalente  de esos pagos no moneta- 
rios.  Por otra  parte,  la  propiedad  territorial  puede traer  consigo  “rendi- 
mientos  no pecUniarios  9 ccnno  prestigio  o poder y  otros  de carácter  especu- 
lativo,  UBRO  gárantía  frente  a riesgos(inflacionarios  o de otro  tipo),  ren- 
dimientos  que,  de encontrarse  generalizados  y  ser  por  tanto  -liamente  re- 
conocidos por  la  sociedad,  se evidenciarán  sin  duda en el  mercado de tierras 
haciendo que los  precios  de estas  se encuentren por  encima de lo  que corres- 
pondería  a la  capitalizacion  de la  simple  renta  monetaria.  Por último,  pa- 
ra  que renta  capitalizada  y  precio  de mercado coincidan  es necesario  que  - 
exista  un mercado de tierras  suficientemente  cqetitivo,  amplio y  profundo; 
o sea,  que exista  ya un cierto  nivel  de desarrollo  del  capitalismo  en la  a- 
gricultura  o por  lo  menos  de la  economía  mercantil. 
Si  tanto  la  indemnización que reciben  los  terratenientes  como  la 
SUIB que deben pagar  los  beneficiarios  es igual  a la  renta  capitalizada,  e2 
tos  últimos  no habrán salido  ganando con el  cambio de situación,  desde el  - 
punto  de vista  de la  transferencia  do riqueza:  lo  que antes  pagaban como  - 
renta  lo  tienen  ahora que pagar  como  cuotas  de amortización  del  precio  de - 
la  tierra,  Incluso  es muy posible  que durante  los  años en que tienen  gue - 
pagar,  los  montos de las  cuotas  sean superiores  a lo  que entregaban ccmo  - 
renta.  Veamos  esto más de cerca: 
Sean: 
P = precio  de la  tierra 
R = renta  de la  tierra 
i=  tasa  de interés  del  merCado 
P’  tasa  de interés  que los  beneficiarios-deben  pagar  sobre su 
deuda 
A = cuotas  iguales  bales  a pagar por  los  beneficiarios 
n=  número de años sobre los  que se distribuye  el  pago de los 
beneficiarios  . 5. 
El  precio  de la  tierra,  obtenido  camo  capitalización  de la  renta  perpétua 




Las cuotas  anuales que deben pagar  los  beneficiarios  son: 
AaP  di%!-.  . 
(l+r)“-  1 
De (2)  obtenemos: 
p = A  (l+r)n-  1  . 




Si  suponemos  que el  tipo  de interés  que se carga a los  beneficiarios  es el 
.de mercado, 0 sea i  = r 9 e igualamos  (1)  y  (3)  tendremos  : 
A=R  (l+i)n  , 
(l+i)“-  1 
(4) 
Puesto que 
(l+i)”  mayor que 1, 
(l+i)  n-  1 
las  cuotas  de amortizaci6n  del  precio  de la  tierra,  A,  que deberán pagar  - 
los  beneficiarios  serán mayores que la  renta  anual de la  tierra  que antes 
pagaban, R.  Durante  esos n  anos su situación  se verá’empeorada.  La dife- 
rencia  entre  A y  R se hará  tanto  mayor cuanto menor sean el  n6mero de años 
y  el  tipo  de interés  del  mercado. 
Si  el  tipo  de interés  que se carga a los  beneficiarios  es me- 
nor  que el  de mercado (con el  que suponemos  que se calcula  el  precio  de la 6. 
tierra  a ser  pagado) o o sea r  menor que i s la  situación  puede variar  igua- 
lando  (1)  y  (3)  para  i  # r  tenemos  : 
A=R  r  (l+r)  n 
i  [(l+r)n-  1-1 
-1 
A partir  de (5)  resulta  claro  que: 
(5) 
A será mayor que R 
si  i  menor que  1 
l-  ln 
r  . 
O+r) 
En el  caso  o por  ejemplo 9 en que el  tipo  de interés  cargado a los  beneficia 
rios,  r,  sea nulo,  lora cuotas  de amoxtTzación del  precio  de la  tierra,  A, 
serán mayores que las  rentas  anuales de la  tierra  que antes  pagaban, R,  - 
cuando la  tasa  de interés  del  mercado,  i p sea menor que l/n.  En efecto, 
si  r  tiende  a0, 
1íIlL  r  1  =-  . 
l-  ln  n 
O+r) 
En este  caso,  con un período  de amortización  de la  deuda de -supongamos- 
20 años,  tasas  de interés  de mercado superiores  al  5%  harán que las  cuotas 
a pagar por  los  beneficiarios  sear, inferiores  a las  rentas  anuales que paga+ 
han.  Una ccxnbinación  bastante  razonable  de n = 20  o i  = 9%  y  r  = 6%  P  haría  ’ 
queA/R=  0.968.  Bastaría  que aumenthmos  r  del  6% al  7%  para que A/B = 
1.048. 
Tres  cosas se deducen de este  análisis:  (1)  la  reforma  agraria 
puede significar  una sobreexplotación  de los  campesinos durante  los  años eq 
que deben efectuar  el  pago,  puesto  que,  en ese tiempo,  se verán  obligados  q 
pagar  una cantidad  superior  a lo  que antes  pagaban cano renta,  que es  lo  qw 
nos da la  medida de su “explotación  ordinariti’.  (2)  La magnitud de la  sob~g 
explotación  dependerá del  número de años durante  los  cuales  deben pagar, 
(3)  La situación  puede cambiar si  el  interés  que se carga  a los  beneficia  Y. 7. 
ríos  es menor que el  utilizado  para  calcular  el  valor  de la  tierra  median- 
te .la  capitalización  de su renta. 
Por otra  parte,  si  el  precio  a pagar por  los  campesinos no se 
ha calculado  mediante la  capitalización  de la  renta,  sin6  a partir.del  va- 
lor  actual  de mercado de tierras  equivalentes  o por  otro  procedimiento,  y 
si,  simultaneamente,  debido a los  rendimientos  no  pecuniarios  y  espeaxlati- 
vos que hacíamos referencia,  el  precio  de mercado de la  tierra  es  superior 
a la  capitalizaciík  de la  renta,  la  situación  puede nuevamente  volverse  muy 
difícil  para  los  beneficiarios  .  En efecto,  en las  cuotas  que Cktos  deber% 
pagar  se incluirá  no sólo  el  pago correspondiente  a la  amorS;izaci6h anual 
de la  renta  capitalizada,  sinO*  también,  una parte  que corresponde a la  a- 
mortización  de una prina  capitalizada  por  riesgo,  prestigio,  etc.,  que for- 
ma parte  del  precio  de mercado de la  tierra.  En consecuencia,  los  benefi- 
ciarios  tendrán  que pagar  ahora más de lo  que pagaban antes  como  renta. 
Una consideración  adicional  se refiere  a los  apareceros,  colo- 
nos y  feudatarios  en general,  que pagaban su renta  en productos  0 en traba 
jo.  Ahora deberán pagar  sus  atotas  de la  deuda en dinero.  Pero ide  dónde 
sacarán el  dinero?  3onde predominan este  tipo  de relaciones  precapitalis- 
tas  lo  común  es que las  economías de los  campesinos se encuentren orienta- 
das sólo  muy parcialmente  hacia  el  mercado.  El  escaso dinero  en efectivo 
que pueden obtener  mediante  la  venta  de algunos  excedentes de productos  - 
(s*excedentess’  que muy frecuentemente  se ven forzados  a deducirdel  propio 
consumo  familiar)  o o de la  ocasional  venta  de su fuerza  de trabajo,.  se en- 
cuentra  asignado de antemano  para usos muy espeCíficos  o en particular  la 
compra de artículos  manufacturados  esenciales.  La necesidad de destinar 
sumas importantes  en efectivo  al  cumplimiento  de su obligación  de pago de 
la  tierra  les  pondrá con seguridad  en considerables  aprietos.  Una contra- 
partida  de esto  es que  )  en un contexto  inflacionario,  el  valor  real  de los 
pagos en dinero  irá  disminuyendo,  lo  que aliviará  su carga,  cosa que no su 
cederá  si  el  pago continuase  siendo en tr&ajo  0 productos.  Algunas re  - 
formas  agrarias  (Corea,  Taiwan o la  propuesta  de la  Comisión para  la  Reforma 
Agraria  y  la  Vivienda  en el  Perú)  adoptaron  la  peor  de las  soluciones  des- 8. 
de el  punto  de vista  de los  campesinos.  El  pago debía hacerse en dinero  - 
pero  ligado  al  precio  actual  de algún producto  (o productos)  ampliamente CE 
mercializado  (s) .  Determinado el  precio  total  a pagar  se convierte  éste  en 
una cantidad  equivalente  de ese producto  (s)  segtín su pr@ò  corriente  en - 
ia fecha  de la  adjudicación.  Esa cantidad  en-producto  (s)  se prorratea  en- 
tre  los  años en los  que se deberá hacer  el  pago.  Cada año deberá pagarse  - 
el  monto de dinero  equivalente  a la  cantidad  de producto  (s)  que correspon- 
da,  tomando  para  la  conversión  el  precio  corriente  del  año. 
Por otro  lado,  la  situación  de los  beneficiarios  es distinta  se 
gCm  que fueran  anteriormente  feudatarios  sometidos  al  pago de una renta  prg 
capitalista  u obreros  agrfcolas  de una explotación  capitalista,  que obtenía 
una renta  capitalista.  La distinción  entre  ambos  tipos  de renta  se estable 
ce se@  que lo  que someta a 1~ fuerza  de trabajo  sea la  tierra,  a través  de 
la  coacción extraeconómica -expresada en la  relación  de dependencia personal 
terrateniente-  siervo  en el  caso feudal  -0  el  Capital,  a través  de la  rela-  \ 
ción  salarial.  En el  primer  caso,  la  renta  coincide  exactamente con el  trg 
bajo  excedente extraído  a los  feudatarios  (sea en- su forma natural  o trans- 
formado en productos  o en dinero).  En el  segundo, existe  un desdoblamiento 
entre  ganancia y  renta;  el  excedente,  0 más estrictamente  la  plusvalía,  en- 
tra  ya  a formar  parte  de la  masa general  de plusvalía  producida  por  la-so  - 
ciedad,  que se distribuirá  entre  ganancia y  renta  (abstracción  hecha del  ti- 
21  terés  y  la  ganancia comercial)-.  En este  segundo caso los  obreros  agríco  - 
2J  “Por  tanto,  en tipos  de sociedad en que no es todavía  el  capital  el  que 
desempeña  la  función  de arrancar  todo  el  trabajo  sobrante  y  apropiarse 
de primera  mano toda  la  plusvalía;  en que por  consiguiente  el  capital 
no ha sometido todavía  al  trabajo  social  o sólo  lo  ha sometido de un - 
modo esporádico,  no puede hablarse  de renta  en el  sentido  moderno  ca 
pitalista  de la  palabra,  de la  renta  ccuno  un remanente-sobre la  gan6 
cia  media,  es decir  de la  parte  proporcional  que corresponde a cada a: 
pital  concreto  en la  plusvalía  producida  por  el  capital  global  de la 
sociedad”  (Marx,  1965, Vol.  3,  p.  726). 
Bajo el  capitalismo  ya no es  la  tierra,  sino  que es el  capital  el  que 
somete a su imperio  y  a su productividad,  directamente,  el  propio  tra- 
bajo  agrícola.  (K.. Marx,  1965, Vol.  3,  pw 741). 8a. 
las  beneficiarios,  organizados por  ejemplo en una cooperativa  de producción, 
pagarán la  renta  de la  tierra  al  entregar  las  cuotas  de amortización  del  - 
precio  de la  tierra,  pero podrán mantener para  sí  la  ganancia capitalista  - 
correspondiente  ai  capital  invertido.  Es probable  que parte  de esta  ganLw- 
cia  sea también transferida  bajo  la  forma de pagos a efectuar  por  el  capi-- 
tal  fijo  ($nstalaciones,  ganado, etc.)  expropiado y  adjudicado.  La parte 
de la  .ganancia que corresponda al  capital  circulante  invertido  quedará sin 
embargo  de su propiedad. 
Para concluir  podemos  afirmar  que,  en términos  generales,  el  e- 
fecto  redistributivo  será muy pequeño o nulo  cuando quiera  que el  precio  - 
pagado sea pleno:  la  reforma  agraria  no hab&  servido  para hacer  una transs 
ferencia  de riqueza  de los  terratenientes  a los  campesinos, sinó  sólo  para 
alterar  las  formas  en que los  terratenientes  (0  ex-terratenientes)  mantie- 
nen su riqueza.  Antes  la  mantenían en forma de tierra,  lo  que les  daba dg 
recho a obtener  una renta;  ahora la  mantienen en efectivo,  si  el  pago se 
hizo  al  contado,  lo  que les  da derecho a obtener  un interés.  Si  mercado - 
de tierras  y mercado de capitales  funcionan  bien  y  no hay rendimientos  pe- 
cuniarios  en la  propiedad  de la  tierra,  lo  normal es que la  corriente  de 
ingresos  que puedan obtener  por  uno u otro  camino tiendan  a asemejarse.  - 
Si  el  pago no es al  contado sinó  a plazos  (en bonos,  por  ejemplo) ,  cabrá  - 
la  posibilidad  de un cierto  efecto  redistributivo,  aiín cuando el  precio  - 
sea pleno,  dependiendo de los  plazos  y  condiciones  de interés  en que los  - 
beneficiarios  deban pagar y  los  ex-terratenientes  cobrar. 9. 
II.  I%TO~S DE  VALORIZACION 
:  Son cuatro  los  métodos de valorización  que en una u otra  oportu 
nidad,  aislados  o combinados entre  sí,  se han intentado  en distintas  expc- 
riencias  de reforma  agraria:.  valor  real;  valor  fiscal;  rendimiento  poten  - 
cial;  y  rendimiento  actual.  Ninguno de ellos  está  libre  de dificultades. 
3/  Unos favorecen  más a los  terratenientes  y  otros  menos  .- 
Valor  Real 
Consiste  en determinar  el  precio  que tendríala  tierra  si.  hubiese sido  - 
vendida libremente  en el  mercado.  A este  precio  se le  &ntina  frecuente 
mente valor  “justo”  de la  tierra.  (La significación  que debemos  atribuir 
al  adjetivo  justo,  al  margen de su contenido  ideológico,  es para nosotros 
una incwta),  Para su aplicación  deben examinarse las  cotizaciónes  re  - 
tientes  de las  tierras  en el  mercado;  a partir  de ahí  se puede proceder  de 
muchas  maneras.  Aunque  en general  se considera  que este  mGtodo favorece  a 
los  terratenientes,  ello  depende  sin  emb‘argo  de la  manera precisa  en que - 
sea aplicado.  Sus dificultades  son numerosas; a continuación  mencionamos 
algunas.  . 
En primer  lugar o en muchos lugares  no existen  valores  “reales” 
de la  tierra  porque su mercado es muy reducido  -y  por  tanto  seguramente e- 
rrático-  al  ser  las  transacciones  escasas.  El  método resulta  entonces di- 
rectamente  inaplicable. 
En segundo lugar,  como  se indicó  más arriba,  el  mercado de tie- 
rras  puede tener  -un considerable  sesgo al  encontrarse  la  demandainfluen- 
ciada por  razones  distintas  a la  aptitud  de las  tierras  para  la  explotación 
agropecuaria.  Pueden  éstas  servir  como  fuente  de prestigio  o de poder )  de 
especulación,  como  refugio  frente  a la  inflación,  etc.  No se demanda  en - 
tonces,  sólamente,  como  medio de producción;  esto  es su demanda  no es sóla 
2.  Véase sobre este  tema:  Naciones Unidas  1966, Cap.  3 10. 
mente una “demanda  derivadavs  o sinó  que se encuentra  influída  por  las  posi  - 
bles  ganancias de capital  o ganancias no directamente  monetarias,  que pueda 
proporcionar. 
Cuando  convivan un sistema  de propiedad parcelaria  libre  s con -’ 
superpoblación  y minifundio,  junto  con un régimen de gran propiedad  suscep~ 
tible  de expropiación,  lo  más probable  es que este  método favorezca  amplia? 
mente a los  terratenientes.  En efecto,  en tales  circunstancias  las  cotizas 
ciones  en el  mercado de tierras  estarán  muy influidas  por  las  demandas  para 
compra o arriendo  que hagan los  parcelarios.  Es sabido que el  minifundismo 
-debido  a la  escasez de tierras  y  a que el  acceso a ellas  es  la  cuasi-Única 
oportunidad  de los  campesinos para valorizar  su trabajo-  hace que las  dema& 
das de tierras  se si.$en  más allá  de lo  que correspondería  a una demanda  CE 
pitalista  ordinaria.-  El valor  E9real”,  calculado  sobre  la  base de los  prel  ;’ 
y  2..  Aquí  donde la  propiedad  sobre la  tierra  constituye  una condición  de 
vida  para  la  mayor parte  de los  productores  y  un campo  indispensable  de 
inversión  para  su capital,  el  precio  de la  tierra  aumenta, independien- 
temente del  tipo  de interés  y  no pocas veces  en razón inversa  a él,  por 
el  dominio de la  demanda  de propiedad  sobre  la  oferta’!  (K.  Marx,  1965, 
Val.  3 p.  751). 
i%n áreas superpobladas,  sin  embargo2  la  granja  campesina se ve obligada 
a forz‘ar  la  intensificación  más alla  del  Sptimo para  alcanzar  el  equili- 
brio  interno.  Cuando los  ingresos  por  trabajador  en las  granjas  campesL 
nas sean menores que los  salarios  en Ias  granjas  capitalistas,  aquellas’, 
considerarán  prcvechoso pagar una. renta  mas alta  que la  renta  capitalW 
ta  correspondiente.  ( . . . )  Esto  nos lleva  a la  conclusión  paradójica  si  - 
guiente:  en las  áreas  superpobladas las  familias  campesinas  más pobres  7 
pagarán los  precios  más elevados para  la  compra y  arrendamiento  de tie  y 
rraC  (A.V.  Khayanov, 1966  )  p.  235.  Traducción mía) . 
vpPero  en áreas  superpobladas p el  aumento de las  granjas  campesinas y  la 
relativa  escasez de tierras  harán que cada vez  aparezca un número  mayor 
de compradores y  arrendatarios  dispuestos  a pagar precios  superiores  a 
los  capitalistas.  Al  comienzo esto  no tendra  efecto  en la  deteminacián 
del  precio  en el  mercado capitalista,  presentándose las  cawpras hechas ’ 
por  granjas  campesinas como  fen¿?ilenos  ocasionales.  Pero gradualmente se 
hacen más significativas,,  y  finalmente  la  valorización  de las  tierras  - 
que corresponde a las  granjas  cCampesinas  se transforma  en decisiva  des- 
p+zando  al  precio  capitalista.  Ademk las  granjas  campesinas triunfan 
no sólo  en la  fijación  del  precio  en el  mercado sinó  en la  lucha por  las 
tierras,  produciéndose una clara  transferencia  de tierras  de su uso q& 
talista  a su uso por  granjas  familiares”  (A.V.Chayanov,  1966 p.  237.  Trg 
ducción mía) e ll. 
cias  de mercado, reflejará  más la  escasez de tierras,  debida al  régimen de - 
tenencia  existente,  que su productividad  por  raseros  capitalistas. 
Ventajas  para  los  terratenientes  bajo  la  forma de precios  de raerc& 
do excesivamente abultados  se presentarán  también,  alli  donde exista  una sg 
breexplotación  de los  campesinos.  Puede  ella  deberse a la  autoexplotación 
o a la  sobre-explotación  por  un señor.  En cualquiera  de ambos  casos,  una eE 
plotación  de la  fuerza  de trabajo  familiar  más allá  del  limite  de lo  ordina- 
rio  producirá  sin  duda un aumento de la  productividad  por  hectárea  -aunque 
quizá  también un estrujamiento  de la  tierra  que la  deteriore-  lo  que se tra- 
ducirá  en un mayor precio;  no se reflejará  en él  la  mayor productividad  de - 
la  tierra,  sinó  la  sobre-explotación  de la  fuerza  de trabajo.  Nos encontra- 
ríamos  aquí  con la  paradoja. -tan  frecuente  en las  valorizaciones-  de que all% 
donde los  terratenientes  más in-misericordemente  han explotado  a los  feuda@ 
rios  mayor es la  indemnización que los  corresponde cobrar.  Tal  ‘“paradoj  aî’  - 
revela  por  cierto  muy claramente  cu51 es la  naturaleza  que se esconde detrás 
de esa fórmula  aparentemente abstracta  que es el  precio  de la  tierra. 
La evasión fiscal  eleva  también el  precio  de la  tierra.  Si  los  te- 
rratenientes  pueden, mediante prkticas  delictivas,  evadir  el  pago de los  - 
tr%utos,  la  rentabilidcad  privada  de sus explotaciones  aumentará con ello. 
En consecuencia aumentar5 el  precio  de la  tierra,  ya que traducirá  en parte 
la  capitalización  de las  rentas  fiscales  no abonadas.  Paradójico  resulta  - 
también aquí  que la  indemnización más alta  se pague allí  donde los  terrate- 
nientes  más evadieron,  precisamente  porque evadieron más. 
Las inversiones  del  sector  público  (o  do otros  sectores)  en la  conss 
trucción  de carreteras,  desarrol1.o de industriC2s,  servicios,  obras  de infra- 
estructura  varias,  etc.  e incluso  el  propio  desarrollo  demogrâfico,  favore  - 
cen a los  terratenientes  al  aumentar el  valor  de mercado de las  tierras.  Es- 
to  resulta  muy claro  en el  caso de las  tierras  urbana.  En la  mayoría de  - 
los  casos tales  ventajas  son disfrutadas  pasivamente por  los  terratenientes 
quienes se limitan  a capitalizarlas  en su propio  beneficio. 12. 
Ellos  cosecharán privadamente  a la  hora  de la  indemnización esas externali 
dades.. 
Por otro  .lado,  la  propia  reforma  agraria  tiene  efectos  en el  mey 
cado de tierras.  El  vsefecto anuncio”  que produce no ya  la  aprobación de g 
na ley  de reforma  agraria,  sin6  la  mera posibilidad  de su prcmulgación,  - 
tendrá  poderosas consecuencias.  Lo más probable  es que el  mercado se vue& 
va saitamente  en favor  de los  compradores, pues gran nGmero  de terrate  -- 
nientes  intentarán  deshacerse de sus propiedades  anticipando  pagos por  ex- 
propiación  que no les  favorezcan.  En tal  caso,  el  precio  corriente  de las 
tierras  disminuirá  hasta situarse  aproximadamente  al  nivel  en que se espe- 
ra  (o  se conoce) que se pagar%  las  expropiaciones.  Ese nivel  fijara  el  - 
límite  inferior,  por  debajo del  cual  los  terratenientes  no desearán ya se- 
guir  vendiendo tierras. 
Valor  Fiscal 
Este  es el  método más simple  de todos,  al  menos allí  donde exis- 
te  un impuesto territorial  yo por  tanto,  valores  fiscales  de las  tierras. 
Ha sido  q  frecuentemente  utilizado  (Italia,  Irán,  Egipto,  Varios  Estados 
indios ) Venezuela,  Colcmbia,  Perú,  etc.)  .  El precio  pagado es el  valor  - 
que figura  en los  registros  fiscales.  Por  lo,ccmún habrá sido  declarado  - 
por  el  terrateniente,  pudiendo o nO haber  sido  corrprobado  después.  En cual- 
quier  caso,  es un precio  aceptado por  éste,  ya que,  aún cuando se le  haya 
determinado unilateralmente  por  las  autoridades  fiscales,  se presume su a- 
ceptación  tbcita  si  ne lo  impugnó en su momento, o al  aceptar  el  pago del 
impuesto.  En ocasiones,  el  precio  no corresponde con el  valor  fiscal  de - 
,las  tierras,  sin6  que es  igual  a un. cierto  múltiplo  del  impuesto pagado en 
el  Utimo  aiio o promedio de. Ultimos  afios. 
Puesto que los  valores  declarados  para  efectos  fiscales  se  en- 
cuentran  ordinariamente  subvaluados  p oste método resulta  perjudicial  para 
los  terratenientes:  supone una penalizac&  a quienes evadieron  sus obliga 
ciones  tributarias,  El  ahorro  que haga así  el  Estado en los  pagos de in- 13. 
indemnizaci&,  pwde  interpretarse  cmo  un cobro  atrasado  de las  obligacig 
nes no satisfechas<  Por  tal  raz6n,  los  terratenientes  argumentan siempre 
en contra  de la  utilización  de este  métcd?.  Pero su argumentación- es di- 
cil  de sustentar  porque la  lbgica  del  método es  categ6rica.  Este es en ge 
neral  el  método,más anti-terrateniente. 
Una v,wiante  consiste  en solicitar  declaraciones  unilaterales 
de valor  a los. terratenientes,  dejándoles  libres  para  declarar  los  valores 
que deseen.  Los valores  declarados,  cualquiera  que sean,  sirven  posteri- 
mente para  regular  tod&  las  relaciones  financieras  entre  el  Es  tado y  los 
terratenientes.  Estos  SC ven en un conflicto:  si  declaran  un valor  alto  - 
la  indemnización que les  corresponderá  en la  eventualidad  de una expropia- 
ci6n  será  alta;  En contrapartida,  la  imposición  a la  que se verán  sujetos 
ta&&  será  alta.,  Lo contraric  si  el  valor.  declarado  es bajo.  La lógica 
del  método reside  en el  supuesto de que,  corno  resultado  de este  conflicto, 
las  declaraciones  se acerca&  en promedio a los  valores  -reales.  Se trata 
de hacer  que los  propietarios  fijen  el  valer  que más les  convenga, confrog 
tados  con una situación  en que ese valor  determina  los  montos de pagos  -- 
ciertos  a efectuar  pcriodicamente  -los  impuestos-,  y  determina,  ta&ién,  u  . 
na gananci.a que se espera con una cierta  probabilidad  -la  in&tizaciórì. 
La ventaja  que se argumenta sobre este  método es  1.2  de ser  sur112 
mente sencillo  y  claro.  Pero enrealidad-resulta  absurdo e impracticable. 
Primero,  para poder  operar  debe existir  una fuerte  imposición  territorial. 
Caso contrario,  1~s  términos  de la  elección  no estarán  equilibrados  y  las 
valoraciones  resultarán  sobreestimadas.  Otro  problema reside  en la  proba- 
bilidad  con la  que los  propietarios  esperan ser  expropiados.  El  método no 
funcionará  si  los  propietarios  pueden anticipar  con exactitud  si  y  cuándo 
van a ser  expropiados.  Si 9 por  ejemplo o esperan con bastante  seguridad  - 
que no van a ser  expropiados  sus declaraciones  serán  sumamente  bajas ;  y  se- 
rán muy altas  si  esperan lo  contrario.  Los propietarios  que esperan ser 
expropiados muy pronto  harán declaraciones  muy superiores  a los  que espe - 
ran  ser  expropiados  al, cabo de bast<antes anos.  Si  los  propietarios  tienen 14. 
la  información  que les  permita  convertir  sus expectativas  en certeza  0  - 
cuasi-certeza,  podrán beneficiarse  sumamente  del  sistema  a costa  del  Esta- 
do:  el  promedio del  valor  de las  expropiaciones  se situará  por  encima del 
promedio del  valor  real  de las  tierras,  y/o  el  promedio de los  pagos fisca 
les  por  debajodel  que corresponde al  valor  real  de las  tierras.  ,Para.que 
el  sistema pueda funcionar  se hace necesario 9 por  tanto,  que las  expropia- 
ciones  se hagan aleatoriamente.  Pero ésto p por  supuesto,  es absurdo e  -- 
Mibe  cualquier  intento  de planificación  y racionalización  de las  accio  - 
nes de reforma  agraria.  Este procedimiento  es definitivAmente  proterrate- 
tiente  pues permite  que los  propietarios  determinen el  valor  .de sus  tierras 
en la  forma que más les. convenga. 
Rendimiento Potencial 
Consiste  en estimar  el  rendimiento  futuro  posible  de las  tierras 
a expropiar  y  capitalizarlo.  Es un método nn.zy  complicado desde el  punto  de 
vista  admintitrativo,  puesto  que para  aplicarlo  con seriedad  habría  que ha- 
cer  un estudio  bastante  detallado  para  cada predio.  Sin embargo, se ha u- 
tilizado  en varios  lugares,  aunque  generalmente en combinaci&r  con otros  - 
(como es .el  caso en la  reforma  agraria  peruana de 1964).  Algunas variantes 
se apíican  con frecuencia  para  determinar  los  pagos de los  adjudicatarios. 
Además  de los  problemas administrativos.  tiene  otros  inconvenientes  serios. 
En primer  lugar,  los  valores  que arroja  son sumamente  sensibles  .  c 
a los  supuestos que se hagan sobre  tecnología  y  precios.  ¿Qué  cultivos  .o 
c15anzas se desarrollarán?  ique  tecnología  se empleará?  iqué precios  ten 
drán  los  productos  y  los  insumos  ?  De los  supuestos que sobre esto  se hagan 
dependerá el  valor  resultante.  Puesto que los  supuestos pueden ser  muy ar- 
bitrarios  los  valores  también lo  ser&.  El  método dS por  tanto  amplio mar- 
gen para que los  terratenientes  ponga en juego sus influencias  sobre  los  va 
lorizadores. 15. 
Por otra  parte,  al  indemnizar  a los  propietarios  según el  ren&: 
miento potencial  de las  tierras  se les  trata  a todos por  igual,  independi- 
temente de que las  hayan trabajado  mejor  o peor  o,  incluso,  que las  hayan 
mantenido ociosas.  En términos  generales  es )  por  tanto,  un mgtodo proterra 
teniente. 
Rendimiento Actual 
Consiste  en capitalizar  el  rendimiento  que actualmente producen 
las  tierras  9 calcultdo  ordinariamente  sobre el  promedio de los  años ante-- 
riores  .  Es un método bastante  utilizado.  Presenta,  sin  embargo  p varias  &i 
ficultades  si  se pretende  que los  valores  asT calculados  representen  el  va- 
lor  “real”  de la  tierra. 
Primero,  es posible  que el  rendimiento  de los  tíltimos  años no 
sea representativo  ;  éstos  pueden ser  particularmente  buenos o malos desde - 
el  punto  de ‘vista  de los  precios  o las  cosechas. 
Segundo, con frecuencia  resulta  difícil  separar  en.la  práctica 
la  parte  de rendimiento  que corresponde a la  tierra,  de la  que corresponde 
al  capital  invertido  sobre ella.  Pero lo  que  Ftse  &$etf  inddzm  no  es  el 
capital.invertido  sino  el  walor  real  de la  tierra;  es necesario,  por  tanto, 
separarlos.  Caso contrario,  al  capitalizar  el  rendimiento  se est&%  hall-ì_ 
do un valor  que incluye0  junto  al  de la  tierra,  el  del  capital  invertido. 
_’  . 
Otro  problema,  ligado  al  anterior,  consiste  en decidir  qué in&: 
cador utilizar  para  aproximar  el  rendimiente  de la  tierra.  Los usados son 
tres:  ingreso  bruto,  ingreso  neto  y  renta.  Tomar el  ingreso  bruto  y  cala- 
lar  el  valor  de la  tierra  como  un Altiplo  de éste  (como se hace en el  Es- 
tado  indio  de Andhra Pradesh,  donde la  compensación  es entre  tres  y  cinco 
5/  veces el  ingreso  bruto]-  es,  sin  duda,  lo  más simple.  Pero írnplícitamen- 
te  se está  suponiendo que les  costos  son el  mismo porcentaje  del  ingreso  - 
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bruto  para  todas  las  explotaciones;  lo  qw  evidentemente no es cierto.  Si 
se toma el  ingreso  neto  (como se hace en otros  Estados  indios)  los  cálculos 
empiezan a complicarse,  porque se hace preciso  determinar  los  costos. 
Un problema particular  es el  siguiente:  Deben  incluirse  o no - 
los  costos  de mano de obra para  obtener  el  ingreso  neto?  En las  explota  - 
ciones  capitalistas  la  respuesta  es clara:  sí  deben incluirse;  la  existen- 
cia  de salarios  claramente  diferenciados  permite  hacerlo.  Pero cuando se 
trata  de explotaciones  que hacen uso de feudatarios  ¿cá;llo  calcular  los  cos- 
tos  de la  mano  de obra?  Estas  explotaciones  se caracterizan  porque se pex 
mite  a los  feudatarios  usar,  en contra-prestación  de su trabajo  y/o  produc 
tos,  los  recursos  de la  hacienda señorial:  pastar  ganado, cultivar  parce  - 
las,  recoger  leña,  usar  el  agua,  etc..  Si hay un salario,  éste  es probable 
mente sólo  simbólico,  no constituyendo,  en cualquier  caso,  un valor  equiva 
lente  al  de la  fuerza  de trabajo.  Parte  de la  retribuciGn  de ésta  se paga 
precisamente,  permitiendo  el  uso de los  recursos  de la  hacienda.  ¿C&o  - 
contabilizar  ese uso?  El  asunto se vuelve muy complejo.  Adem5.s  p atín en 
el  caso de las  explotaciones  capitLalistas,  subsiste  el  problema de que si 
se. calcula  la  indemnización como  un múltiplo  del  ingreso  neto,  se está  sU 
poniendo implícitamente  que la  división  de éste  en renta  y  ganancia es  i- 
gual  en. todas  ellas.  Por último,  si  lo  qüe se utiliza  ccmo indicador  es  - 
la  renta,  .el  problema estriba  en calcular  ésta  cuando no existe  arrenda  -- 
miento,  a m5s <de  otros  problemas que ya comentamos  anteriormente. 
III  .’  REFCRMA  AGRARIA  E INFLACION 
Dos temas hay que distinguir  aquí:  (1)  el  posible  tiTacto  infla 
cionario  de la  reforma  agraria;  y  (2)  los  efectos  redistributivos  de la  in- 
flación  en un proceso de reforma  agraria.  Los trataremos  separadamente. 
(1)  El  impacto  inflacionaric  de Za  reforma  dependerá, en primer  té2 
mino,  de la  magnitud de ésta.  Supuesta una magnitud relativamente  grande, 
dependerá de la  forma en que se financie.  Parece claro  que los  efectos  - 17. 
inflacionarios  del  pago al  contado ser5n mayores que los  del  pago en bonos  9 
ya que aquel supone la  puesta  disposición  de un sector  de la  población,  los 
ex-terratenientes,  en forma súbita,  de una importante  capacidad de ccmpra, 
que probablemente no será  compensada  por  le. disminución  proporcional  del  pi 
der  de compra de otros  sectores.  Por el  contrario,  el  pago en bonos va po- 
niendo progresivamente  a disposici6n  de los  ex-terratenientes  ese poder  de 
compra  p en forma más o menos  pareja  con la  deducción de poder de campra a - 
los  beneficiarios,  producida  al  pagar  éstos  las  cuotas  del  precio  de la  tie 
Supuesto el  pago al  contado,  el  impacto  inflacionario  dependerá 
de cómo  se financien  los  gastos  del  Estado por  pago de las  indemnizaciones. 
Si  se financia  vía  un ‘aumento  de la  presión  tributaria,  o sea,  haciendo re- 
caer  el  sacrificio  del  pago sobre los  contribuyentes,  el  efecto  no será  - 
grande,  dependiendo de las  propensiones  i.  7 ahorrar  respectivas  de ex-terratg 
nientes  y  contribuyentes  afect‘ados.  Cmo seguramente la  propensión de los 
terratenientes  ser5 As  alta  el  efecto  no será  inflacionario.  En el  caso - 
lúnitc  cn que los  terratenientes  lo  gc?sten  todo  -dentro  del  país-  cl  impac- 
to  sería  semejante al  de un incremento  en el  gasto  público  con presupuesto 
equilibre&  9 cuyo multiplicador  -bajo  estrictos  supuestos keynesionos-  sabg 
mos que es uno.  Pero ordinariementc  será muy difícil  financiar  esos gastos 
vía  impuestos o por  ICas  dificultades  administrativas  yp especialrnerì_te, por  - 
las  resistencias  que ello  generaTía.  Una parte,  al  menos, deber5 ser  cubie; 
ta  seguramente mediante form?s  que  9 de una u otra  manera,  conduzcan a una eE 
pansión de la  oferta  monetaria,  especiaLmente si  el mercado de capitales  es 
estrecho  y  está  ya muy saturado  de valores  públicos,  reduciéndose así  la  poo 
sibilidad  de que el  Estado se endeude en él.  Aumentaría entonces considerz 
blemente el  riesgo  inflacionario. 
Es posible  s asimismo, que  9 manteniéndose constantes  los  ingresos 
públicos,  se  reduzca el  gasto público  en otros  rubros  por  el  monto corres  - 
pondiente  al  pago de las  indemnizaciones.  Esta  solución  es poco probable 
puesto que implicaría  efectos  redistributivos  en contra  de quienes  se bene-  _ 
fician  con el  gasto  público,  que son seguramente importantes  sectores  de la 
población,  quienes dificilmente  Ic  tolerarían.  ‘ 18. 
El  efecto  inflacionario  depeniïerá también de lo  que los  ex-terra 
tenientes  decidan hacer  con la  indemnización.  La reforma  agraria  pone súbg 
tamente a su disposición  en efectivo,  como  poder de ccmpra inmediato,  un ca 
pita1  que antes  tenían  invertido  en uno 3e los  activos  menos líquidos:  la 
tierra.  QuízaS  los  ex-terratenientes  no’tengan  personalmente alt  erna- 
tivas  de krversión  directa  de esos fondos  en otros  sectores  de la  economía, 
0 la  tengan en f orna reducida.  En tal  caso lo  normal es que los  lleven  al 
mercado de capitales.  Si  éste  es poco din&nico y  está  dominado  por  valores 
públicos,  los  ex-terratenientes  terminar&  sien&  importantes  tenedores  de 
esos bonos.  Podría  entonces el  Estado recurrir  a endeudarse continuadamen- 
te  en el  mercado de  capitales  para  ir  financiando  las  sucesivas  indemniza - 
ciones.  De suceder  así,  nos encontraríamos  con la  curiosa  situaciik  en  - 
que los  primeros  terratenientes  expropiados  estarían  financiando  la  expro  - 
piación  de los  segundos9  éstos  la  de los  terceros,  y  así  sucesivamente.  El 
efecto  inflacionario  se vería  entonces  reducido. 
Un problema Fave  es  la  presión  que el  pago en efectivo  puede e 
jercer  sobre  la  balanza de pagos.  Si  no existe  control  de cambios es muy 
probable  que los  ex-terratenientes  transfieren  al  exterior  una parte  im  - 
portante  de su indemnización,  lo  que desviaria  hacia  el  exterior  la  presión 
inflacionaria  pero pondría  en considerables  apuros a la  balanza  de pagos. 
En ocasiones,  incluse,  los  terratenientes  han tenido  poder  suficiente  para 
conseguir  que se les  pague directamente  en moneda  extranjera.  Esto  suce - 
dió  por  ejemplo en Kenia cuando ia  descolonización.  Los  alcances de la  re- 
forma se verán,  por  supuesto,  severamentte  limitados  en tales  casos.  Aún 
cuando exista  control  de caabios,  si  la  expansión de activos  líquidos  en - 
su poder  lleva  a los  ex-terratenientes  a expandir  considerablemente su c”n_ 
sumo, y  si  éste  tiene  un alto  contenido  de artículos  importados p la  balan- 
za de pagos puede resentirse. 
El  pago en bonos será menos inflacionario  puesto  que no se con- 
centra  en unos pocos a3os un fuerte  aumento dei  poder  adquisitivo  de un  - 
sector  de la  poblacih  Pero dependerá también de lo  que suceda con esos 
bonos.  Si  la  presión  de los  terratenientes  consigue hacerlos  descontables 19. 
/con 
a su valor  neminal,  0 ,escaso castigo,  sin  ninguna restricci&,  esos valores 
serán entonces  sumamente  15quiGos e influenciar5-n  positivamente  las  decisio 
nes de consumo  de sus tenedores.  Por otra  parte,  su libre  negociabilidad, 
junto  con especiales  facilidades  de descuento,  pueden hacer  que se conten - 
tren  en las  carteras  de los  bancos ccmo  una segunda línea  de liquidez  que - 
les  permita  un mayor margen de maniobra para  ampliar  el  crédito  bancario. 
Esto  dará un carácter  potencialmente  inflacionario  a esos bonos.  Si no son 
convertibles,  la  creación  de poder  de campra se reducirá  al  monto de los  pa 
gos anuales por  concepto de amortización  e intereses;  pero  tales  pagos irán 
m5s o menos  parejos  con los  que tengan que hacer  los  beneficiarios.  Lo ún& 
co que sucederá es  la  transferencia  de poder  de compra de un sector  a otro. 
Es posible  que existan  desajustes  entre  ambas  corrientes  de pago pero  no pa 
rece  razonable  atribuirles  gran  importancia.  El  efecto  podrá ser,  incluso, 
deflacionario,  en la  medida en que la  propensión  al  consumo  sea más alta  en 
los  beneficiarios  que en los  terratenientes,  coano  es de esperar. 
(2)  Si  ia  indemnizaci6n se paga en bonos un proceso inflacionario  rc 
ducirá  su valor  real.  En realidad,  cl  pago en bonos puede afectar  a los  tg 
rratenientes  de tres  maneras:  (a)  porque su tasa  interés  sea m6s baja  que 
la  de mercado;  (b)  porque haya riesgo  de que el  Cstado llegue  a repudiar  su 
pago;  y  (c)  porque la  inflación  disminuya el. valor  real  de los  pagos que a- 
nualmente generan los  bonos. 
VeGamos  como afectan  los  factores  (a)  y  (c)  a los  terratenientes: 
Sean: 
.  I  =  tasa  de interés  de los  bonos 
r=  tasa  de interés  real  de la  economía 
p/p  =  tasa  de inflación 
n=  plazo  de amortización  de los  bonos. 
Por  cada unidad de valor  que deba indemnizarse  a los  terratenientes,  estos 
recibirán  anualmente 20. 
i  (l+i)n 
. (l-G.)n-  1 
unidades de valor,  suponiendo que el  pago se hace en la  forma de anualida  - 
des iguales.  El  valor  real  de la  suma  de esos pagos anuales serã: 
i  (l+i>n  .  (l+h)n-  1  ) 
(l+i)  n-  1  h  (l+h)n 
siendo h  = r  + p/p  -  i. 
Suponiendo i=S%, r=6%, p/p=S%  y  n=20,  el  valor  real  de la  indemni 
zación sería  el  73.24% de su valor  nominal.  Si  en las  mismas condiciones  el 
plazo  fuese  de 25 años el  valor  real  sería  el  69.69%.  Si  la  tasa  de infla  - 
ción  fuese,  por  ejemplo,  del  19%  el  valor  real  sería  el  39.07%, 
Es claro,  pues,  que en un contexto  inflacionario  y  con moderados 
tipos  de interés  sobre los  bonos,  la  reforma  agraria  impone una redistribu- 
ción  en contra  de los  terratenientes  o,  como  ellos  prefieren  expresarlo  u  - 
s&do  un término  m&  cargado de contenido  valorativo,  una parcial  confisca- 
ción.  Nos toca  ahora investigar  a. quién beneficia  esa redistribución  y  qué 
proponen los  terratenientes  para protegerse  contra  ella. 
Los beneficiarios  saldrán  favorecidos  cuando sus pagos se encuez 
tren  fijados  en términos  nominales 9 pues su valor  real  disminuirá  con la  ti- 
f lación.  Por  este motivo  -ccmo hemos  visto-  algunas reformas  agrarias  -de 
carácter  m5.s  proterrateniente-  fij  an el  pago de los  beneficiarios  en valo  - 
res  equivalentes  a cantidades  de ciertos  cultivos.  Con el  alza  del  precio 
de esos cultivos  se produce un reajuste  automático  en la  cuota  a pagar.  Sue 
len  elegirse  cultivos  ampliamente sembrados en la  zona;  su aumento  de pre  - 
cio  indicar6  entonces no sólo  el  ritmo  de inflación,  sinó  también el  aumen- 
to  de la  capacidad nominal de pago de que concretamente gozan los  producto- 
res.  Si un mecanismo  de reajtlste  semejante no se ha establecido  para  las 
indemnizaciones de los  ex-terratenientes  la  pérdida  de valor  real  qw  éstos 21. 
experimenten será  apropiada por  el  Estado 9 quien recibe  una cantidad  supe - 
rior  de los  beneficiarios  pero  sigue  pagando lo  mismo a los  ex-terratenien- 
tes. 
Los terratenientes  presionan  de varias  maneras para  reivindicar 
sus  intereses.  La primera  y  más obvia  es  la  lucha por  el  pago en efectivc 
al  contado.  Ello  les  protege  no sólo  del  riesgo  inflacionario,  sinó  también 
del  riesgo  al  repudio  de los  bonos. 
Supuesto el  pago en bonos,  los  terratenientes  presionarán  para  - 
que sean libremente  negociables  en mercado abierto.  Las ventajas  que de -- 
ahl  obtengan dependerán do la  calidad  do los  bonos y  las  características  -- 
del  mercado.  Un mecanismo  que pueden intentar  introducir  en la  legislación 
para hacer  que el  mercado les  sea más favorable,  consiste  en autorizar  el  - 
pago en bonos, por  su valor  a la  par, de las  cuotas  que adeudan los  beneficia 
rios .  Estos  cwrarían  así  boncs a los  terratenientes  en el  mercado para  - 
pagar  con ellos  sus  cuotas)  siempre y  cuando, por  supuesto o se cotizasen  ,-- 
por  debajo de la  par.  La demanda  de los  beneficiarios  colaboraría  a mante- 
ner  alto  el  valor  de mercado de los  bonos -aunque siempre por  debajo de la 
par,  pues alcanzada esa cotización  la  demanda  desaparecería.  Se ha propuez 
to  que’  sea el  propio  organismo encargado de la  reforma  quien  administre  ‘es  - 
te  mercado, debido al  poco contacto  que ordinariamente  tendrán  los  benefi  - 
ciarios  con el  mercado de v,alores.  El  procedimiento  descrito  favorece  a  - 
los  terratenientes,  que dispondrán de un mejor  precio  para  sus bonos en el 
mercado, y  favorecerá  también a los  beneficiarios  9 quienes podrán pagar  sus 
cuotas  con un desembolso  menor;  el  Estado tiene  que absorver  la  diferencia. 
Los terratenientes  presionarán  también para que los  bonos sean 
aceptados ccmo  garantías  en los  préstamos de instituciones  públicas  de Cr-6 
dito.  Los experimentos más conocidos  en este  sentido  (como las  leyes  15037 
y  17716  peruanas,  por  ejemplo)  orientCan este  crédito  a las  inversiones.  in  - 
dus  triales  .  Se presume que esto  facilitará  el  desplazamiento de los  ex-te 
rratenientes  a la  industria. 22* 
Otra  alternativa  favorable  a los  terratenientes  con - 
siste  en que los  bonos sean descontables.  Si  ~1 descuento automático  e  - 
irrestricto,  el  procedimiento  equivaldrg  en la  prktica  al  pago de la  in  - 
demnización al  contado. 
Otro  camino de presi&  para  los  terratenientes  es la  solicitud 
de garantías  para  sus bonos.  Varios  mecanismos  han sido  ensayados.  En  - 
Chile  (ley  de 1962) se preveía  un reajustt Q del  capital  e intereses  en pro- 
porción  a los  gastos  gubernamentales para  sostener  el  precio  del  trigo. 
En países  asi5ticos  (por  ejemplo Corea y  Taiwan)  el  mecanismo  era  similar 
al  que describimos  al  hablar  de los  pagos de los  beneficiarios:  se ligaba 
el  reajuste  de la  indemnización al  prorio  dc  ciertos  productos  agrícolas. 
Los terratenientes  han presionado p tambien, -pero sin  éxito  hasta  el  momen- 
to,  para  obtener  una garanti  *íz. internacion¿rl  para  sus bonos,  pero  las  agen 
cias  internacionales  de crédito’se  interesaron  peco en la  propuesta,  por 
ciertas  razones que Domike y  Shearer  explican  así: 
En un intento  para supera&  r  In  0posiciZn  de los  terratenientes 
los  gobiernos  del  Per@  y  Chile  propusieron  a mediados de los 
60’s  un esquema  para  el  mantenimiento del  valor  de los  bonos 
de la  tierra  mediante garantías  internacionales.  La propues_ 
ta  llamaba a  una o todas  las  principales  agencias financieras 
externas  (BIRF,  BID,  AID)  para  que establecieran  un fondo que 
protegiera  a los  tenedores  de bonos frente  a la  depreciacién 
de su propia  divisa. 
La prepuesta  tenla  el  apo;  en aquel tiempo de unos cuantos 
gobiernos  latinoamericanos  pero no fue  bien  recibida  por  ICas 
instituciones  financieras  internacionales.  Los estatutos  de 
las  tres  agencias financieras  mecionadas prohibían  expresameE 
te  el  uso de sus recursos  para  ccmpra de tierras  9 ya que ta- 
les  gastos  eran pagos internos  de transferencias  y  no resultg 
ban en, la  creacî&  de nuevas inversiones.  Se argumentaba  que 
el  establecimiento  de un fondo de gara.ntZa supondría  la  .conge-. 
lación  de una  cierta  cantidad  de recursos  de las  agencias pa- 
ra  un propósito  similar  a la  akiquisición  de tierras,  y  que no 
podrían  por  tanto  destinarse  a inversiones  reales.  Además, 
la  garantía  daría  una estabilidad  mayor al  valor  de los  bonos 
de la  tierra  que a la  divisa  del  país  emisor. 23. 
Per  otra  parte,  garantizar  el  valor  de bonos públicos  de un 
Estado llevaría  a la  agcnci  z  0 agencias  a inmiscuirse  en 1~s 
asuntos  internos  del  país  más a.l.15.  de lo  que ninguna de has 
partes  consideraría  dcsxblc  .  Tal  procedimiento  podría  abrir 
la  puerta  a otros  intentos  para  transferir  la  responsabilidad 
del  manejo de la  política  monetaria  y  fiscal  del  nivel  nacio 
nal  al  internacional.  Estos  y  otros  awentos  persuadieroñ  a 
aprentemente 8 estcs  países  para  abandonar el  tana en los  años 
siguientes.  (Domike y  Shearer,  1973. Traduccién mía) . 
Strasma prLoporciona algunas razones  adicionales: 
Esencialmente la  misma idea  de una garantíã  internacional  a 
pareció  también haco pocc en la  forma  de plan  de seguro.  Lo? 
riesgos  son también en este  caso la  depreciación  de la  moneda 
y  el  repudio  de la  obligaciGn,  despues de asignar  un valor  - 
dis tinto  a la  tierra  que es  el  origen  de la  emisión de los  bc 
nos.  !iasta  ahora nadie ha hallado  el  modo  de preparar  tablas 
actuariales  que contomplcn tales  riesgos,  los  cuales  8 su vez 
dependen  de las  decisiones  futuras  adoptadas por  gobiernos  so 
h-anos.  Lo que es peor,  la  garantia  pctg<adcra  en divisas  ex- 
tranjeras  (que es precisxxnte  lo  que pidieron  los  terrateniez 
tes)  daría  c. 
bligaciones  . 
un gobierno  cierto  incentivo  para repudiar  sus 2 
Asimismo, el  organismo que suscribiese  la  gar- 
tlu  tendrfa  qus participar  en ol  proceso de tasación  para pro 
tegcrse,  y  do csc modo  estaría  interviniendo  en el  centro  miS 
mo del  pr;bluna  de la  distribución.  (Strasma,  1972)  . 
Finalmonte,  los  terratenientes  puedenp!r@ionar  para que se les 
indemnice en otros  activos.  Algunas experiencias  .indemnización en activos 
reales  se hicieron  en Filipinas  ofrocicndo  tierras  en Cireas  do expCansiCm  a 
los  terratenientes  y  tanbi6n  otros  bienes.  Pero este  procedimiento  no ha 
. e  sido  en general  muy utilizado.  Otra  modalidad es la  indemnización en for- 
ma de acciones  industriales,  que se ha -legislado  en PcrG,  por  .ejemplo, y 
que se realizara  en Taiwan (donde un 30%  .dc la  indemnización se entregaba 
en acciones  de presas  p6blicas  que fueron  desnacionalizadas  al 1  efecto)  .  . 
Existen  aquf  dos posibilidades:  que se entreguen  directamenteacc~ones  in- 
dustriales  de firmas individuales  privadas  o mixtas,  0 que se permita  8 los  ~ 
ex-terratenientes  canjear  sus bonos por  acciones;  -Por otra  parte,  puede 
tratarse  de acciones  de emPresas  específicas  0 de valeros  de un ‘Iìclding” 
que tiene  .en su cartera  distintos  valores  mobiliarios.  (Una propuesta  ag 




Los problemas que aquí  se presentan  han sido  equestos  por  Domike y  Shearer: 
No es  clara  la  teorl’a  detr5s  de los  distintos  mecanismos  de 
conversión  de los  bonos.  Si  el  objetivo  del  pago en bonos 
es fundamentalmente aliviar  la  carga financiera  del  Tesoro; 
no parece racional  permitir  que los  bonos se conviertan  en 
valores  pCíblicos,  incluso  a un valor  inferior  a la  par,  si 
estos  Cltimos  pagan un interés  mayor 0 tienen  menores plazos  de 
de vencimiento.  Si  los  valores  entregados  representan  accio 
nes del  sector  privado,  los  reiidimientos  mayores,  aunque pue 
&n  alentar  la  inversión  en lugar  del  consumo, eliminarán  -- 
simplemente parte  del  efecto  redistributivo  que presumible- 
mente persigue  la  reforma  agraria.  Si  el  programa de refor 
nia es parte  de una transformaciGn~fundament~ZL  de la  estruc’- 
tura  de poder  en el  pañs,  parece existir  una justificati& 
aún menor para  dar  a los  ex-terratenientes  un lugar  de pri 
vilegio  en los  sectores  del  modernos de la  economía del  pzís, 
mediante valores  sea de un fondo de inversiones  palicas  o 
directamente  de empresas individuales.  (Domike y  Shearer, 
1973, Tradncci&  mía) a 
IV.  COSTO  POSIBLE  DE LA REFJOFMA  AGRARIA 
\ 
Siempre desde el  punto  de vista  burgués que aquí  estamos analizan_ 
do,, las  principales  objeciones  al  pago al  contado son cuatro:  (1)  El mercado 
de tierras  está  dominado  por  formas  de gago diferido,  no resulta  pues lógico 
pagar  las  inde&i.zaciontis  alcontado,  se daría  a los  terratenientes  un trato 
mejor  del  que obtendrían  en el  mercado.  (2)  Los terratenientes  podrían  ab- 
donar el  pa&  c&  su dinero:  “esto  constituye  desde luego una gran pérdida, 
no sólo  desde el  punto de vista  puramente financiero,-  si&  también desde el 
de!f desarrollo  econlrmico: el  grupo de terratenientes,  especialmente el  que - 
forma la  generacien maS  jóven,  contiene  pzbablemente  un gran nhero  de pez 
scmas altamente  calificadas  e ins truídas  .-  (3)  El  pago al  contado tendría-  - 
efectos  inflacionarios  (tema que ya hemos exminado).  (4)  El  pago al  contado 
implicaría  un costo  insostenible  para  el  sector  público. 
6,’ Naciones Unidas,  1966, Cap,  3,  p.  30, 2s. 
Trataremos  aquí  el  último  punto.  No se puede determinar  con ca- 
rácter  general  cuál  puede ser  el  costo  para  el  Estado de una reforma  agraria 
sin  especificar  de qué reforma  agraria  se trata.  Podemos, sin  embargo, ha- 
cer  algunos cilculos  que sirvan  de referencia.  Haremos  una simulación  para 
determinar  el  costo  de la  reforma  agraria,  por  conceptc de indemnizaciones 
exclusivamente,  come  porcentaje  de los  g‘astos públicos,  supuesto primerame 
te  el  pago al  contado y  despues el  pago en bonos.  Trabajaremos con tres  hi 
pótesis:  optimista,  pesimista  y  media.  (El  optimismo no se refiere  a la  ” 
plitud  de la  reforma  agraria  y  la  suerte  de los  beneficiarios,  sinó  al  con- 
junto  de circunstticias  que hagan II&  reducido  su costo).  Los Ilmites  que 
marcamos  son la  reforma  del  33%  del  agro en diez  años,  en el  caso mínimo 
(H.  optimista)  9 y  del  70%  del  agro en cuatro  aiíos  o en el  caso mkimo  (H.  pc 
siiiista).  Los supuestos qué forman las  tres  hipótesis  son: 










Contribución  de la  Agricultura  al  PNB  15% 
Porcentaje  del  Sector  Agrario  que debe 
ser  Reform&>  L..r.........*............  33% 
Rendimiento Areas Reformables/Rendimie~ 
to  teta1  Agricultura..................  2/3 
Renta de la  Tierra/Producto  Nacional 
Agrícola ..*...................oe......  20% 
Tasa Interés  Promedio a Largo Plazo en la 
Economía  l  ..0*0.0...0........e.......e  12% 
Duración  de la  Reforma Agraria  (anos)  10 
Valor  de Adjudicación/Valor  de Indemni- 
zación . . . . . . . . . . ..~.....~.............  100% 
Plazo de Pago de los  Beneficiarios 
(años) . ..*.e..e......................  1s 
Años de gracia  para  Iniciar  el  Pago de 
los  Beneficiarios...........~..,.....  0 
(10)  Tasa de Recuperaciiin del  Pago de los 
Beneficiarios...*.................... 

























Procedemos  en los  siguientes  pasos: 
Paso 1:  A partir  de (1) p (2) p (3) p (4) 9 y  (5)  calculamos el  valor  total  a 
ser  indemnizado como  proporción  del  PN%: 
(12)  = Valor  Total  IndemnizaciOn/PNB=  (JJ  (2)  (3)  (4)  /  (5). 
Obtenemos  los  siguientes  resultados  : 
(12)  Optimista  = 0.055 
(12)  Medio  = 0.5 
(12)  Pesimista  = 2.333. 
Paso 2:  A partir  de (12)  y  de (6)  calculamos  lo’ que se deberá indemnizar  a- 
ntialmente durante  los  años de duraclón  de la  reforma  como  proporciiin  del  PNB. 
Suponemos  que el  valor  total  a indemnizar  se distribuye  de una manera unifoc 
me entre  los  tios  de duración  de la  reforma. 
(13)  = Valor  Anual a Indemnizar/P’M  =  (12)  /  (6) e 
Obtenemos  los  siguientes  resultados: 
(13)  Optimista  =-0.0055 
( 13) Medis  = 0.0714  * 
(13)  Pesimista  = 0.5833. 
Paso 3:  Introducimos  dos supuestos  adicionales  que nos pemitirán  calcular, 
a partir  de (7) 9 (8) )  (9)  y  (10) 9 los  ingresos  que se generarán anualmente 
para  el  Estado por  concepto de pago de los  beneficiarios)  calculados  como - 
proporción  del  PIB.  Estos  supuestos son:  (a)  las  adjudicaciones  se inician 
al  final  del  primer  aCo, la  recuperación  de los  beneficiarios  ctienza,  por 
tanto,  en el  segundo año;  @)  los  beneficiarios  pagan en cuotas  iguales  a- 
nuales  con un recargo  de interh  que es tres  ‘puntos inferior  a la  tasa  de 
interés  promedio de la  economZa. 27. 
Paso 4:  Calculamos el  valor  de la  tierra  adjudicada  ccmo  proporci&  del  PNB: 
(14)  = Valor  Tierra  Adjudicada/PNB =  (12)  (7). 
Obtenemos  los  siguientes  resultados: 
1  (14)  Optimista  = 0.055 
(14)  Medio  =  0.375 
(14)  Pesimista  = 1.166 
Paso 41: Calculamos los  pagos anuales que deberán hacer  los  beneficiarios  cg 
mo proporción  del  PNB: 
l 
I  (15)  = Pagos Anuales 
>  Obtenemos  los 
Beneficiarios/PNB  =  (14) 
siguientes  resultados: 
(15)  Optimista  = 0.055  .w  =  0.00682 
. 
(15)  Medio  = 0.375  y--$$$  =  0.03269 
+  . 
(15)  Pesimista  =  1.166  ,yy=y$$  =  0.06696 
*  . 
Paso 6:  Calculamos lo  que los  beneficiarios  efectivamente  pagarán anualmente, 
como  proporci&  del  PNB: 
W5)  = Recuperación Anual EfectivaIPNB  =  (15)  (10). 
Obtenemos  los  siguientes  resultados: 
(16)  Optimista  = 0.00682 
(16)  Medio  =  8.02452 
(16)  Pesimista  = 0.03348. 28. 
Paso 7:  Calculmos  la  recuperacih  efectiva  anual  correspondiente  a las  ad- 
judicaciones  de un año,  como  przporcién  del  PI%: 
(17)  = Recuperacih  Efectiva  Anual por  Adjudicaciones  un 
Ailo /  PI@ =  (16)  /  (6). 
Obtenemos  los  siguientes  resultados: 
(17)  Optimista  = 0.0006S 
(17)  Medio  = 0.0035 
(17)  Pesimista  = 0.00837. 
Paso 8:  A partir  de (17)  y  de (9)  construhos  una tabla  que nos  indique,  2 
ño a  año para  cada tic  de duracicin do la  refuma  agraria,  lo  que los  bene- 
ficiarios  efectivamente  pagarán al  Estado p como  proporción  del  PNB:  - 
Tabla  (18) 
Año  Hip¿5. Optim. 
1  0 
2  (17) 
3  2 (17) 
4  3 *í17) 
5  4 (171 
6  5 (171 
7  6 (17) 
8  7 (17) 
9  8 (17) 
10  9  (17) 













Obtenemos  los  siguientes  valores : 29. 
Valores  (18) 
IIipS,  Optim.  3ipó.  Media 
0  0 
0.00068  û 
0,00136  0 
0.00204  0 
0.00272  0.00350~ 
0.00340  0.00700 




Spo.  Pesim 
Pasr?9:  A partir  de (11) $ (13)  y  (18)  calculamos,  para  cada aW de duraci@ 
de la  refmma  <agraria y  dmtro  de cada ZCpStesis,  el  gasto  .&cional  neto,  :' 
o sea descontando la  recuperacik  de los  beneficiarios,  que supondrg el  pago 
de las  indemnizaciones al  contado,  ccmo  porcentaje  del  Gasto Público: 
091  = Gasto Neto dual  Por  Indemnizaciones  .  100 /  Gasto Público= 
=  (13)  -  (18)  100 
(11) 

















Valores  (19) 













i\Jc  hay dTuda  de que los  supuestos elegidos  son bastante  arbitrarios 
sin  embargo, a nuestro  entender,  los  resultados  anteriores  sirven  para mos- 
trar  c&no la  carga para  el  Sector  Público  derivada  de las  indemnizaciones 
al  contado sera  con seguridad prohibitiva.  Bajo nuestra  hipótesis  media - 
el  Estado tendría  que aumentar su presupuesto  entre  un 34%  y  un 40% (cal- 
lados  a partir  de la  fecha base)  anualmente durante  los  7 anos que dure la 
.refon;la para poder  atender  los  nuevos req,uerimientos.  En sólo  cuatro  años 
el  presupuesto  debería  aumentar en un 158%  para  poder pagar  las  indemniza- 
ciones,  Aún en la  hipótesis  optimista,  que seguramente estg  muy lejana  a 
la  realidad,  el  presupuesto  tendría  que aumentar en un 6.6% en tres  años 
-una cifra  relativamente  alta.  En la  hipótesis  pesimista,  también segura- 
mente alejada  de la  realidad,  la  reforma  agraria  se convierte  simplemente 
7/  en un suefio imposible.- 
L,  Puede llamar  la  atención  que en la  hipótesis  optimista  la  reforma  agra- 
ria  deje  de ser  una carm  para  el  tesoro  en el  año 9  2 y  ~JCIII  se constitu 
ya en un ingreso  neto  el  ano 10.  La explicacién  es muy simple:  Hemos  - 
supuesto que  p para  este  caso  9 el  valor  de adjudicación  es igual  al  de 
im&mnización.  .$hora bien,  los  adjudicatarios  pagan el  valor  de adjudL 
cación  junto  con los  intereses,  mientras  que ninguna carga de intereses 
pesa sobre los  pagos de indemnizaciGn.  Sumado  todo  lo  que paguen los  - 
beneficiarios  al  Estado y  lo  que éste  pague a los  ex-terratenientes  el 
saldo  será positivo  para  el  Tesoro.  En el  añO  9 las  ocho décimas partes 
del  total  de los  beneficiarios  de la  reforma  agraria  estarán  pagando sus 
cuotas  anuales donde se incluyen  los  intereses;  esto  es suficiente  para 
compensar  el  gasto  anual en el  pago de las  indemnizaciones.  En el  año 
10 elas nueve dkimas  partes  de los  beneficiarios  están  pagando, lo  que 
permite  más que compensar el  gasto  en indemnizaciones.  En todos  los  a- 
nos restantes,  hasta  que los  beneficiarios  del  año 10 terminen  de pagar, 
todos  los  pagos que hagan los  beneficiarios  constituirá  un ingreso  neto 
para  el  Estado.  Este  ingreso  se mantendrá constante  entre  los  anos ll 
y  16 (hemos supuesto que los  beneficiarios  pagan en 15 años) y  a partir 
de ahí  empez,ará  a decrecer,  puesto que los  beneficiarios  de los  primeros 
anos irán  terminando de pagar* 31. 
-”  ‘Podemos  investigar  ahora lo  que sucedería  si  el  pago fuese  en - 
bonos.  Supen&rnos  para ello  que  9 bajo  las  tres  hipótesis  p el  pago se hace 
en 20 años con un 6% de interés.  Por  cada unidad de valor  emitida  en bonos 
habrá que pagar  anualmente por  concepto de amortización  e intereses  la  sunna: 
i  (l+i)n  +  h _ 
(l+i)n-l 
que  > bajo  los  supuestos  anteriores  s  es h=O,  08719.  Por comodidad  suponemos 
que los  terratenientes  comienzan a cobrar  el  mismo año en que son indemni- 
zados con los  bonos.  Procedemos  ahora en los  siguientes  pasos: 
Paso 10:  A partir  de h y  de 13 calculamos lo  que correspondo pagar  anual  - 
mente por  amortización  e intereses  por  las  expropiaciones  hechas en un año, 
como  proporción  del  PNB: 
(20) = suma a pagar  anualmente a bonistas  por  exprop?aciones de 
un año/PNB  =  h  (13) 
Obtenemos  los  siguientes  valores 
(20)  Optimista  =  0.000479 
(20)  Medio  =  0.006225 
(20)  Pesímista  =  0.050858 
Paso ll:  A partir  de (20)  calculamos los  pagos totales  que por  sus bonos 
recibirán  anualmente los  terratenientes  9 bajo  las  tres  hipótesis  9 ccmo  proo 
porción  del  PNB.  Por  cmodidad  consideramos sólo  los  10 primeros  años. 
La forma de calcular  esos valores  se indica  en la  tabla  (21): 32. 
Tabla  (21) 
AfíO  II.c&emis  *  l-1. Media 
1  1  w-9  1  (201 
2  2  (201  2  cw 
3  cw  3  (201 
4  4  c201  4  (20) 
5  5  (201  5  (20) 
6  6  (2Oj  6  (20) 
7  7  (201  7  (20) 
8  '8  (20)  7  (20)  . 
9  9  m  7  (20) 
10  10  (20)  7  (201 
,obtenemos los  siguientes  valores: 
II.  Pesimista 
1  (20) 
2  Gw 
3  m 
4  (20) 
4  00) 
4  Gm 
4  (33 
4  cm 
4  m 
4  WI 
Valores  (21) 
AñO  H.  op.-  ttis.  Hipo  *  Med  . 
'1  0.000479  0.006225 
2.  0.000959  0.012450 
3  0.001438  0,01%676 
4  0.001918  0.024901 
5  0.002397'  0.031127 
6  0.002877  0.037352 
7  0.003357  0.043577 
8  0.003836  0.043577 
9  0.004316  0.043577 
10  0.004795  0.043577 
Paso 12:  Completamos  la  tabla  de valorcs  (18) 
E.  Pesimista 
0.050858 
0.101716 








para disponer  de los  ingre- 
sos por  recuperación  de los  benficiarios  que tendrS  anualmente el  Estado 
duz-ante los  tios  siguientes  al  inicio  de la  reforma,  cmo  proporción  del 
PM. 
. 33. 













Hip.  Optimis.  Hipó  e  Med  * 
0  0 
0,00068  0 
0.00136  0 
0,00204  0 
0.00272  0.0035 
0.00340  0.0070 
0.00408  0.0105 
0.00476  0.0140 
0.00544  0.0175 
0.00612  0.021 











Paso 13:  A partir  de (ll),  (21)  y  (18)  calculamos,  para  los  10 tios  siguien 
tes  al  inicio  de la  reforma  agraria,  el  gasto  adicional  neto,  o sea descon- 
tando  la  recuperación  de los  beneficiarios,  que supondrá el  pago de las  in- 
demnizaciones en 20 años y  al  6%, como  porcentaje  del  gasto público: 
(22)  = Gasto Xeto por  Intereses  y  Amortización  de Bonos .  100 / 
Gasto Público  = 
Obtenemos  los  siguientes  valores: 34. 











0.218  3.46 
0.127  6.92 
0.035  10.37 
-0.055  13.83 
-0.147  15.35 
-0.238  16.86 
-0.328  18.37 
-0.420  16.43 
-0.511.  14.48 
-0.6432-  12.54  - 
Hipó.  Hedi,  .  Hipó.  Pesi. 
36.3 
72.6 
109  .‘O 







Comparando  ahora -los  valores  (22)  y  (19)  podemos  Ile&ar  a varias 
conclusiones.  La primera  -obvia-  es que el  pago en bonos aligera  el  costo 
anual de la  reforma,  distribuy&dolo-a  lo  largo  del  tiompo de manera que - 
puede ser  m&s sopoz%ablc  para  el  Estado.  La segunda es que el  costo  anual 
de la  ref~  agraria  depende  mucho  del  ritmo  de recuperac&.de  los  bene- 
ficiarios  .  La tercera  es que ese costo  se distribuye  de una manera bastEul_ 
te  desigual  entre  los  tios;  si  mcdiant~  procedimientos  f inancicros  &zcua- 
dos se pudiese distribuir  la  carga de manera mS.s  uniforme  las  dificultade; 
disminuir%n.  La cuarta  es que la  refcnna  puede bajo  ciertas  condiciones p 
convertirse  en un negocio  lucrativo  a corte  plazo  para  cl  Estado -como mues- 
tra  nuestra  hipótesis  optimista.  La quinta  -.seguraBente la  m% importante- 
es que la  disminución  en el  costo  awaî  conseguida mediante el  pago en bonos 
puede ser  menor de lo  que se espera;  en nuestra  hipótesis  media,  por  ejemplo 9 
’  el  costo  anual sigue  siendo  tadavk  excesivamente elevado.  El  pago en bonos 
.  no gar*antiza la  posibilidad  financiera  de .In  reforma  agraria;  mientras  se so 
ga pagando a los  terratenientes  el  precio  completo de la  tierra  es  improba- 
ble  que0 ati  cuando se pague en boncs o el  costo  de-  una reforma  agraria  sig 
nificativa  pueda ser  soportable  para  las  arcas  fiscales. 35. 
Una clara  limitación  de nuestro  wterior  ejercicie  es que *ll  s  . 
kltamente  hsidera  un nivel  de precios  estable D  &  un contexto  inflacio- 
nario  el  costo  real  de la  reforma  p¿zedo  se~ sensiblemente  reducidc  median- 
te  el  pago en bonos;  esta  es sin  dtula,  entonces,  una forma de nc pagar  el 
precio  co@eto  de la  ticrra_a  los  terratenientes,  El  modelo de simulación 
podrga extenderse  facilmente  para  tomar  en cuenta esta  considera&n. 
. . 36. 
PAKI’E  B:  VALORIZACION  Y FON  DE PA@ EN U4  PROPUESTO  PEEUIANAS  DE 
REFORTdA  AGRARIA 
1.  PERlàoDo  DE PRADO 
En Agosto de 1956 sube Prado al  poder,  Participaron  en la  con - 
tienda  electoral  tres  posiciones:  los  intereses  de la  alianza  entre  la  gran 
burguesía  industrial  y  financiera  ligada  al  imperialismo  y  la  gran hurgue-- 
sía  agro-exportadora,  representados  por  Prado;  los  intereses  de los  terrate 
nientes  en alianza  con algunos sectores  de la  burguesía  agraria,  de la  Igl% 
sia  y  del  conjunto  de los  representantes  del  viejo  orden oligárquico;  y  po- 
siciones  reformistas  tímidas,  que representaban  intereses  de la  pequeña  bux 
guesía,  intereses  burgueses nacionales  e intereses  de las  clases  medias ur- 
banas en ascenso, personificadas  por  Belaúnde.  La victoria  de Prado obede- 
ce al  apoyo que le  presta  el  partido  aprista.  Significa  &ta  el  triunfo  de 
una nueva alianza,  distinta  a la  alianza  oligárquica  tradicional,  entre  la 
gran burguesía  industrial,  financiera  y  monopBlica con la  burguesía  agro-e% 
portadora.  Los intereses  que la  mueven  son los  de modernizar  el  país  por 
la  vía  de la  más ccmpleta apertura  al  capital  extranjero  y  el  despliegue  - 
del  liberalism  econámico. 
El  primer  acto  de gobierno  de Prado,  tras  de su toma de posesión 
co1110  Presidente,  es  la  creación  de la  Comisión para  la  Reforma Agraria  y  la 
Vivienda,  el  10 de Agosto de 1956.  No es  casualidad  que fuesen esos dos te- 
mas distintos  -reforma  agraria  y  vivienda-  el  objeto  de la  Comisión.  El  go 
bierno  de Prado tenía  que afrontar  la  crisis  del  latifundismo  serrano,  in- 
paz  de modernizarse por  la  vía  Junquer  -como  había  sucedido en la  Costa-  y 
simultáneamente,  incapaz  de mantenerse estable,  de reproducirse  normalmente 
como  en el  pasado.  Las  inmensas migraciones,  acentuadas a partir  de los  - 
cincuenta,  eran una manifestación  de esa crisis.  Ellas  se expresaban en la 
ciudad a través  de la  formación  de cinturones  de barriadas  y  la  invasión  de 
terrenos  urbanos.  Este  era  “el  problema de la  vivienda”  ;  ccmo tal  era vis- 
to  por  los  pradistas  -especialmente  por  Pedro Beltrán.  La contraparte  era 37, 
la  necesidad de avliar  la  frontera  agrlwla  y  efectuar  algunas modificaci- 
nes en el  sistema  de tenencia  de tierras  en los  latifurklios  saifeudales  y 
en poder de “‘mano  muertas?‘. 
La Comisien estaba presidida  per  un representante  conspicuo de  - 
los  intereses  de la  burguesía  agraria  exportadora,.  entusiasta  de la  nueva a 
lianza,  portavoz  del  liberalismo  económico, Pedro Beltrán  Espantoso.  Ese 2 
ra  en general  el  carácter  de la  ComisiGn, aunque contaba en su interior  con 
81  representantes  de intereses  más reformistq  como  por  ejemplo Edgardo Seoane-. 
La Comisión tomó su trabajo  con mucha calma,  dedicándose a recoger  materia- 
les  sobre  la  situación  agraria  nacional  y  viajar  al  extranjero.  Tardo cua- 
tro  años en preséntar  un proyecto  de ley,  que no fue  discutido  por  el  Con-- 
greso. 
El  proyecto  de ley  de la  Comisión,  concluido  el  21 de Setiembre 
de 1960 y  remitido  al  Congreso el  14 de Octubre  de ese año  p es el  primer  ip 
tente  en el  Perú de una legislación  integral  de reforma  agraria  y  coloniza- 
ción  (para  la  Comisión eran prkticamente  la  misma cosa) .  Ha tenido  bcast- 
te  influencia  sobre  la  lcgislaci&r  posterior,  que ha recogido  en buena medi- 
da la  ordenaci5n de temas yo en ocasiones,  el  tratamientc  que éste  les  daba. 
Evidentemente,.dafdo el  carácter  de la  Comisión que lo  presentaba,  el  prcyeg 
to  era  sumamen  te  limitado,  y  ponía mayor &fasis  en la  colonización,  la  im- 
posición  territorial  y  la  parcelación  por  iniciativa  privada  que en la  ex-- 
propiación  forzosa  de tierras.  Aunque  ésta  era  contemplada,  los  límites  & 
nafectables  eran muy amplios y  el  sistema  previsto  de afectación  por  escal 
nes,  conforme a una escala progresiva,  dejaba a salvo  gran  cantidad  de tie- 
rras.  Se excluia  de afectación  a las  tierras  eficientemente  explotadas  y  - 
se daba prioridad  a los  predios  propiedad  del  Estado y  de %anos muert&‘. 
Es claro  que con esta  legislaci?n  la  burguesía  agraria,  represeg 
tada  principalmente  a tr&%  de la  Sociedad Nacional  Agraria,  intentaba  - 
realizar  algunas concesiones al  movimiento campesino, que en esa época co- 
menzaba  a manifestarse  ya como  fuerza  social  importante,  y  a sectores  de -- 
clases  medias y  sectores  progresistas,  que habían tomado posición  en favor 
8/  Los miembros de la  Comisión firmantes  del  proyecto  de  ley  eran:  ErmWo 
Alaiza  G. )  Carlos  Moreira  y  Paz SolbUr,  José Antonio  Saco Miró  Quesada, 
Rónralo  A.  Ferrero,  Edgardo Seoane, Alberto  E.  Amat,  Forge M.  Zegarra y 
Luis  de los  Heros. 38. 
de la  reforma  agraria,  sacrificando,  aunque con extremados miramientos,  á 
su pariente  pohe:  los  latifhdistas  semifeudales S principalmente  ser&nos . 
Se concebla’ la  reforma  comc una manera Je modexnizar la  gricultuia,  ampliar 
la  frontera  agrhla  y  crear  vastos  sectores  de pequ&os  y medianwpropie-- 
tarios  ;  &presariQs  agrlcolas  . 
Para la  valorización  de las  tierras  se combinaban  dos criterios: 
valor  ,real  (o justa  tasación)  de la  tierra,  que es el  usado por  el  Cuerpo 
Técnico de Tasaciones,  y  valor  fiscal.  El-valor  fiscal  declarado  actúa  CO 
mo Iim$te  máximo, si-re  que haya servido  de base durante  tres  años para 
el  pago del  impuesto. 
Art,  41:  El  valor  de las  tierras  afectadas,  ya sea para  expro_ 
piaci6n  r3 para venta  forzosa,  ser5  fijado  a justa  tasacih  - 
descartando en lo  posible  los  factores  especulativos  que inflg 
yan sobre él. 
La tasaciljn  será prac&ada  de acuerdo a las  nomas 
del  Reglamento General del  Cuerpo Técnico de Tasacionk.  En 
todos  los  c-os  se tendrg  además  en cuenta  la  disposiciáin  del 
Art.  100 referente  al  irtiFuest0 territorial  D 
Art.lOO:  El  valor  del  fundo sera  el  declarado  por  el  propieta- 
rir,  como  precio  de venta-estimado  para  todo  el  predio  conside- 
ra&  ccm  una unidad agrícola  y  con exclusi6n  del  ganado y  de 
las  instalaciones  industriales  que tengan función  económica  - 
propia. 
El  valor  declarado  puede ser  rectificado  por  la  admi- 
nistración  del  impuesto de acuerdo con las  reglas  para valori- 
zacián  de tierras  previstas  en el  cap4tulo  III;  pero  de efec-- 
tuarse  una expropiación  o venta  forzosa,  parcial  ‘o total,  del 
fundo,  se pagar& el  valor  declarado por  el  propietario  si  fue- 
se inferior  al  de tasación  y  bubiese servido  para  la  acotación 
del  *uesto  territorial  durante  tres  años. 
Como  el  pro@cto.  no fue  promulgado no ha habido ninguna aplic& 
ciOn posterior  o reglamentac&  que sirva  para  indicar  con mayor detalle 
cho  se pensaban aplicar  en la  práctica  los  mteriores  criterios.  Es de 
s.eñalar,  sin  embargo, que la  fijación  del  valor  fiscal  como  limite  máximo 
es un aspecto progresista  del  proyecto,  que no encontramos por  ejemplo en 
la  ley  15037. 39. 
Tambíén &  el  proyecto  nomas  sobre la  detemúnacíón 
res  a pagar  por  los  adjudicatarios  : 
de los  val2 
En los  casos de refoma  agraria  por  íncíatíva  privada  “el  precio 
deberá cubrir  el  valor  de la  tierra  a justa  tasación,  el  costo  &  las  obras 
que haya sido  necesarx  ‘o  efectuar,  y  los  gastos  de la  empresa, y  permitir  u- 
na utilidad.  adecuada8’  cl\-rt . 91). 
En los  ‘casos de colonizací&  el. precio  será  la  suma  de: 
a)  P’el precio  de adquisición  de la  tierra  seg6n tasación  efecto- 
da confome  al  art.  41 {ver.  arriba]  ; 
b)  el  costo  de las  obras  de habílítaci6n  de la  parcela; 
c)  la  cuota  resultante  de  distribuir  los  costos  dí,rectos  de las 
:  obras  ccmunes  de c&mización  entre  las  parcelas;  y 
d)  en el  caso de colonizaci6n  privada  una utílídad~razonable  ” 
(Art.  178) . 
Queda  claro  que se espera que los  benefíciarios  de la.refoma  a- 
graria  -colonos  son llarw3os  en el  proyecto-  paguen el  precio  completo de 
-la  tierra  y  de los  gastos  necesarics  para  su asentamiento,  aunque  en el  - 
propio  art.  178 se indique  que “el  precíc  así  detersünado podrá ser  rebaj- 
dc atendiendo is la  productividad  de ias  tiem#  . 
La forma de pago difiere  en los  casos de exprupíac%n  y  en los  de compra-vefl 
ta  Arecta  (refoma  agraria  por  ix+íatíva  privada].  I3  los  de expropiación 
si  c&ína  el  pago al  contado con el  pago diferido  en un período  de 5 *osó 
Él  pago al  contado se hace hasta  por  200.00 soles,  el  resto  de la  indem@ 
zacián  se entrega  en cinco  cuotas  cmo máximo, que en ning6n  caso deber& 
ser  inferiores  a 200.00 soles.  El  tipo  de inter&  sobre  los  pagos díferi-  . 
dos es el  8% al  rebatir.  A solicitud  de los  terratenientes  el  Instituto  - 
de Refo=.  Agraria  y  Colonización  (IRAC) p Organo encargado de ejecutar  la 
refoma,  emitirá  bonos (9cCertífícados  de Oblígación  del  Instituto”)  ncmin~ 40. 
les  0 al  portador,  :1 elecci5n  del  terrateniente  9 y  negociables,  por  el  mon- 
to  de. la  deuda que el  Instituto  tensa  c.k5n  el  ex-terrateniente.  Los cey 
tificados  están  garantizados  por  el  Estado sin  reserva  alguna.  (Véanse los 
arts.  42,  44,  282 y  283 del  Proyectoj. 
Los beneficiarios  deberti  pagar  el  precio  de venta  de las  parce- 
las  en 20 anualidades,  con un recargo  de interés  del  5%.  Las cuotas  a  pagar 
son reajustables  :  “Almomento  de la  venta  se calculará  el  equivalente  de la 
anualidad  en el  producto  principal  de la.zona-a  su precio  en chacra.  Cada 
anualidad  será  igual  a esta  cantidad  de producto  y  se convertirá  en dinero 
en il  aíio en que se pague,  al  precio  vigente  en,ese año,  pero  en nin*  * 
so podrá exceder  al  20%  del  valor  de la  cosecha normal por  hectirea  en la 
ZOIXL  Por  tanto  la  anualidad  será  f ij  a en términos  de producto  pero varig 
ble  en términos  de dinero,  de acuerdo con  las  fluctuaciones  del  precio  - 
del  producto’”  (&t~  170) .  Xo hay duda que la  Comisión se inspiró  en la  re- 
forma agraria  de Taiwan al  tntroducir  este .mecanismo  de reajuste. 
Es claro  que el  método de page propuesto  por  el  proyecto  benefi- 
cia.directamente  les  intereses  de los  terratenientes,  El  pago es prktica- 
mente al  contado,  ya que los  certificados  negociables  a cinco  años-, con ga- 
rantía  plena  del  Estado y  un iSer&  -del  8%  son valores  summente buenos  9 
que -los  ex-terratenientes  no tendrían  ninguna dificultadad  para vender  en - 
el  mercado y  quizã,  incluso p por  encima de la  par.  Por  otro  lado,  el  méto- 
do de pago de los  beneficiarios  es sumamente  lesivo,  pues al  fij  arse  las  - - 
cuotas  en términos  reales  (del  producto  principal  de la  zona) no les  permi- 
te  beneficiarse  de los  efectos  de la  inflacisn,  aunque  per  otro  lado,  se -- 
vean perjudicados  por  ella  -por  el  alza  en los  precios  de sus  insumos y  de 
los  artkulos  para  su mantenimiento. 
hì  el  artkulado  del  prt>yecto  se considera  la  asignación  de fon- 
dos al  Instituto  para  acciones  de reforma  agraria  y  colonización\  En el 
art.  280 se indica  que se deberá asignar  al  IRAC una renta  anual no inferior 
al  3% de los  ingresos  totales  del  Presupuesto de la  República.  Puesto que  - 41. 
r 
el  Presupuesto ascendía en 1961 a nueve mil, millones  do soles  aproximadameg 
te,  la  asignación  sería  alrededor  de 300 millones  en el  primer  año.  La Co- 
misión  calculaba  que osa cifra  “permitiría  expropiar  cada arlo cinco mil  hec 
táreas  de cultivo  en la  Costa,  treinta  mil  en la  Sierra  y  trescientas  mil 
de pastos  naturales  en la  misma región,  0 alternativamente,  cuatro  mil P 0Jg 
renta  mil  y  cuatrocientas  mil  hectáreas  con un costo  total  de 190 millones 
de soles.  A esta  suma  hay que agregar  30 millones  para mejoras en la  tie-- 
rra,  obras y  viviendas;  otros  30 millones  para  asistencia  técnica,  más unos 
50 millones  para  constituir  e incrementar  el  fondo para  otorgamiento  do cré- 
ditos  a medianos y  pequenOs  agricultores”  (Comisión para  la  Reforma Agraria 
y  la  Vivienda,  1960; p.  112)  .  La Comisión consideraba -sin  duda optimista- 
mente-  que la  redistribuciór,  de la  propiedad  que podría  alcanzarse  con este 
programa durante  el  plazo  de 10 años alcanzaría  al  25%  de la  superficie  a - 
grlcoki  del  país:  100.00 hectáreas  en la  Costa y  450.000 hectáreas  en la  - 
Sierra  de tierras  de cultivo,  y  no menos de 3sOO0,000  de pastos  naturales. 
00000000000 
También de este  período  cs un proyecto  de loy  de reforma  agraria 
presentado  en Octubre de 1961 por  Garlos  Ma1píc.n.  S.S. o diputado  por  Cajamax 
ea,  a nombre del  MR,  que tampoco fue  discutido  por  el  Congreso.  El  proye 
to  del  HIR es ‘psimplemente  un aporte  para  escl&recer  el  pensamiento del  pue 
blo  peruanop para  darlo  una bandera de lucha y  para hacer  cqrender  a la 
oligarquía  terrateniente  nacional  que el  gran dique  de las  ansias  populares 
de redención  se resquebraja  dra  a día  y  terminará  estallando  en mil  peda - 
zas)  si  los  grandes acaparadores de la  tierra  peruana no se’ deciden a abir 
las  válvulas  de la  transformación  renunciado  a lo mal  adquirido,  que es  - 
mucho, y  a lo  excesivo;  que es desccxwnal.  (. . .)  Hemos  preferido  el  plantea 
miento  concreto  a.  la. elucubración  gaseosa a  la  que estamos acostumbrados. 
(. . .)  Hemos  ~nczmxlo el  problema Can sentido  de justicia  y  con vis%  rea-- 
lista.  Xo hemos tratado  de edificar  una utopía,  si&  abrir  una trocha  . . . 
(. . .)  Nosotros s hemos escogido el  camino arduo del  planteamiento  integral, 
lógico,  realista  y  viable  (...  )  AdeGs,  advertimos  a los  actuales  dirigen- 42. 
gentes  de la  política  del  país,  que tienen  en Sus manos la  última  oportuni- 
dad de emprender la  Reforma Agraria  mediante medidas legislativas”  (Carlos 
Malpica  S.S.,  s,f.). 
Los objetivos  del  proyecto  eran:  1)  “la  1iquidaciGn  del  régimen 
semifeudal,  que cai?m  subsiste  en el  agro peruano’~; 2)  Yncorporar.  8 las  ma- 
yorias  campesinas a la  vida  económica, política  y  cultural  del  paW;  3) 
“garantizar  y  desarrollar  las  Fotencialidades  econámicas y  sociales  de las 
ccmnmidades  de Indígenas  o de Campesinosv’;  y  4)‘levitar  las  funestas  conse- 
cuencias  del  minifundismo  fcxnentando  la  organizaci¿%r cooperativa,  estable- 
ciendo modalidades y  limitaciones  a la  nueva propiedad  que surja;  y  procu- 
rando,  dentro  de lo  posible,  el  reagrupamiento de los  predios’! 
El  criterio  utilizado  para determinar  el  valor  de indemnizaci& 
es una ccmrbinación  del  valor  fiscal  y  del  valor  real:  “La  indemnización se 
rá  determinada promediando la  declaración  jurada  hecha por  los, propietarios 
ante la  Direcciijrr  de Contribuciones  9 conforme a la  cual  se hace la  recauda_ 
ción  tributaria,  con la  tasación  que se practique  por  peritos  del  CAD [Cz 
mité  Agrario  o Departamental-i correspondiente  conforme al  Reglamento del 
Cuerpo Técnico de Tasaciones”  (Art.  60) . 
La indemnización debería  pagarse en bonos intransferibles  con 
un interés  del  3%  redimibles  en un plazo  máximo  de 20 años.  La redención 
debería  hacerse anualmente ‘konforme  a una escala  inversamente proporcional 
al  monto de la  indenmización,  de tal  modo  que las  deudas pequefias o media- 
nas se cancelen en cuotas  proporcionalmente  mayores y  en plazos  más cortos 
que las  grandes”  (Art.  63). 
Las tierrasdebeff-aaser  entregadas  gratuitamente  tanto  a las  co- 
munidades campesinas  p como a los  feudatarios  de las  haciendas,  y  a los  asa 
lariados  agrícolas  (que las  recibirían  a traves  de sus sindicatos  %ante  - 
niendo la  unidad económica de los  predios  y  los  niveles  técnicos  de traba- 
jo  por  medio de Comunidades  Campesinas  con regimen cooperativo  integral”). 43. 
“La  extensión  máxima  dotada gratuitamente  no será mayor a la  fij‘ada  para  el 
Hectareaje  Vital  en la  zona”  (kt  .  72) .  Cuando  se adjudicase una extensión 
superior  al  Hectareaje  Vital,  la  diferencia  deberla  ser  pagada en 20 anual& 
dades  o cont‘adas a partir  del  tercer  =añop  entregándose una cuota  inicial  por 
valor  del  5%  de esa diferencia. 
Para financiar  la  reforma  el  proyecto  indicaba  que se debería  hz 
bilitar  una suma  anual no menor al  20%  del  tot=al de los  ingresos  del  Presu- 
puesto  de ia  República. 
El  proyecto  del  MIR es sumamente  complejo y  reglamentista.  Es el 
proyecto  más largo  que se haya presentado  en el  Perú,  con un total  de 449 
artículos.  No cabe duda que supuso un gran esfuerzo  al  MIR para  su elabora 
ción,  y  que denota conocimiento  de la  problemática  agraria  nacional  y  serie- 
dad en su tratamiento.  No traspasa,  sin  embargo, los  límites  radicales  pe- 
queño  burgueses,  que se muestran,  por  ejemplo,  en la  gran  cantidad  de sutL 
lezas  e inutilidades  con las  que se adorna.  Se pretenden  introducir  los  - 
criterios  de clase  con los  cuales  dar  un trato  diferenciado  a los  distintos 
sectores  del  campo0  mediante perfeccionismos  legales 9 y  no estableciendo  u- 
nas cuantas normas claras  y  dejando que las  masas resuelvan  cada caso concre. 
to  de acuerdo a su sabiduria  y  a su criterio.  En definitiva,  se trata  de un 
proyecto  ilustrado  pero  que desconfía  de las  masas.  Indicar,  por  otro  lado, 
que se debe dedicar  un mínimo del  20%  del  prosupuesto  a la  reforma  agraria 
sólo  puede tener  un valor  lírico;  un gobierno  que esté  dispuesto  a hacer  e- 
sa inversión  en la  reforma  agraria  está  dispuesto  también a hacerla  gratis, 
o sea,  hacerla  por  la  vía  revolucionaria  campesina.. 
El valor  propagandístico  del  proyecto  no pudo ser  grande,  ya  - 
que su enorme complejidad  difícilmente  podía hacerlo  comprensible para  las 
masas.  Creemos  sin  embargo  que alguna influencia  ha tenido  en la  actual 
ley  de reforma  agraria  17716; probablemente porque los  autores  de la  actual 
ley,  que procedían  de las  filas  de un partido  que en sus orígenes  tuvo  ciey 
ta  afinidad  con el  MIR,  el  social  progresismo,  debieron  en su momento  haber 
conocido y  discutido  el  proyecto  y  quizá participado  de alguna manera en - 44. 
su elaboración  .o solidarizado  con él. 
oqoooooooo 
Fn conjunto p lo  efectuado por  el  Gobierno de Prado en materia  de 
reforma  agraria  Eue practicamente  nulo.  Prado se iimitó  8 prlsnover  algunos 
proyectos  he colonización  (el  de San Lorenzo  p en Piura,  en convenio con el 
Banco Mundial,  fue  el  más importante)  p y  a ejecutar  programas de obras pú - 
blicas  en las  5rws  rurales  de mayor agitacih  cwsina.  La creacián  del 
Instituto  de Reforma Agraria  y  ColonizaciOn  (IRAC) en Junio  de 1960 con el 
auspicio  de Pedro Beltr%,  que era ya entonces Primer  Ministro,  y  con pode4 
res  para  adquirir  y  distribuir  fundos,  tampoco tuvo  importancia  práctica  ti- 
guna  puesto’ que el  Congrsso no le  asignó :fondos para  la  compra de tierras, 
II.  PERIm  DE LA JUNTA  MILITAR DE GOBIERNO 
En Julio  de 1962 una Anta-Milik  ,  presidida  por  el  &neral  Pg 
rez  Godoy,’  da un golpe de estado y  toma el  poder.  El  golpe sigue  a unas  -- 
fraudulentas  elecciones,  donde -las principales  fuerzas  que se opusieron  - 
fueron  el  APRA, convertida  ya en directa  refiresentante  de 10s iniereses  a - 
groexportadores  e imperialistas  o y  el  reformismq,  representado  por  Belaúnde, 
sostenido  por  la  pequeña burgkesla  comercial  e industrial,  profesionales  l& 
beralcs  y  tec$kratas,  que florecierop.  con el  des&ollo  del- aparato  esta  - 
tal,  la  industrializaciZh  y  la  educacih  superior,  y  sectores  progresistas  p 
ex3tre ellos  los  cristianos.  La Junta  adopta una actitud  reformista  autori- 
taria.  que poskiormente  desarrollarán  las  Fuerzas Armadas  -cuando  nuevaen- 
te  tomen el  poder  en 1968, y  sale  a cortar  el  paso al-APRA -tradicional  en- 
migo &  las  Fuerzas Armadas- tras  la  impugnación do la  victoria  electoral  2 
prisfa.  Se propone reoflenar  y  estabilizar  el  paZs mediante  la  ejecución 
de ciertas  reformas,  controlando  las  movilizaciones  populares,  especialmen- 
te  campesinas, que en la  época amenazaban  convulsionar  al  pals o  -dejando a - 
éste  listo  o en el  plazo  de un año,  para  ser  gc&ernado pqr  un rGgimen parla- 45. 
mentario  dominado  por  tenlencias  reformistczs  burguesas moderaks. 
El  haber de la  Junta  Militar  de Gobiernz en materia  de reforma  2 
graria  es superior  al  del  gobierno  de Prado  p pero  es de todas  formas muy l& 
mit3do.  Sus actuaciones  prácticas  so orientaron  a la  sofocación  de la  agi- 
tación  campesina, mediante la  represión  primero  y  las  concesiones  limi- 
tadas  despu&. 
Lo primero  que mewk  = la  pena destacar  es un Decreto  Ley No 14197, 
promulgado el  31 de Agosto de 1962.  El  Decreto  atribuía  al  Estado la  pro  - 
piedad de todos  los  terrenos  eriazos,  con excepción de las  tierras  de las  - 
comuníd3des.  Como  los  terrenos  eriazos  eran definidos  en forma muy amplia, 
que incluía  las  tierras  apUs  para el  cultivo  pero mantenidas ociosas  por  ~ 
los  terratenientes,  resultaba  muy perjudicial  para  los  intereses  de éstos, 
quienes  se opusieron  cerradamente a él.  Por  t,al  razón no se aplicó. 
El  16 de PJoviembre  de 1962  9 en plena  época de agitación  campesi- 
na en varias  zonas del  pals  y  especialmente en el  Cuzco, se promulga otro 
Decreto  Ley No 14238, conocido como  Ley de Bases de la  Reforma Agraria.  Su 
carácter  era doctrinario  más que imperativo  y  “no  contiene  el  mandato impe- 
rativo  9 característica  ineluciible  de toda  ley”  (Fac Lean,  1965) ,  Las nor- 
mas eran ambiguas; no se pronunciaban,  por  ejemplo,  sobre el  delicado  pro-- 
blema de la  folma  do indemnización  -al  contado o en bonos.  En definitiva, 
se limitaba  a Pahacer  una interpretación  de los  artlculos  constitucionales 
que se refieren  a la  cuestion  agraria,  aclarando  los  alcances de éstos  y  la 
línea  general  a segkse  en su aplicaci9nq(CIDA,  1967).  El  Decreto  no estg 
ba diseñado para  tener  una ,aplicación  práctica  efectiva  y  no la  tuvo. 
Sobre 
stla valorización 
Puesto que no se 
la  valorización  de las  tierras,  se señala  en la  Base 9 que 
de las  tierras  se hará do acuerdo con su productividad”. 
indica  cómo  se medirá la  productividad  ni  cómo  se hallará 
el  valor  de las  tierras  a partir  de ésta,  el  pkanteamiento resulta  muy am- 
biguo.  El  Decreto  no se pronuncia  en absoluto  sobre  la  forma de pago a los 46. 
exterrateriientes  ni  sobre  la  de les  beitreficiarios. 
00000000 
La única  legislación  de este  período  que efectivamente  fue  lleva 
da a la  prhtica  es el  Decreto  Ley No 14444, del  28 de Harzo de 1963, que 
ordena la  realizacih  de la  reforma  agraria  en los  valles  de la  Convención 
y  Lares.  Su prcanulgación fue  una respuesta  a la  situación  de emergencia - 
que planteaba  al  Gobierno la  movilización  del  campesinado  de esa zona.  Lo 
interesante  de él  es que constituyo  el  primer  p,aso en 1~ que luego habría 
de ser  norma:  localizar  las  acciones  de reforma  agraria  en las  zonas de a- 
gitación  campesina.  Es presentado  como  un vvplan  pilotog’  en los  propios  - 
considerandos del  Decreto. 
Yrcmueve  la  adjudicacih  de parcelas  a los  pequeños arrendata  - 
rios  (aquellos  que tienen  menos de 20 hectiireas  c!e tierras  de cultivo  o 300 
de pastos  naturales)  )  e intenta  qirebrar  el  sistro  de arrefidires.  Las tie- 
rras  fiscales  son a:huiridas  por  el  instituto  de Reforma Agraria  y  G~laniz~ 
ción  gratuitamente;  las  que no se exploten  de acuerdo con la  legislación  de 
tierras  A2 montaña revierten  al  Estado,  pudiendo éste  además (a través  del 
Instituto)  adquifir  tierras  por  expropiación  0 meiíiante compraventa directa. 
El valor  de indemnización es deteminado  por  el  Instituto  de a- 
cuerdo a la  productividad  de la  tierra  y  sin  considerar  factcres  especula- 
tivos;  las  mejoras  por  plantaciones  son valorizadas  aparte.  El  propietario 
puede no avenirse  al  avalúo do1 Instituto,  en cuyo casi  intervendrán  tres 
peritos  para  dirimir.  El  avalúo final  no puede ser  en ningún  caso superior 
en más de un 30%  al  valer  declarado  para  efectos  fiscales.  . 
La indemnizacih  se paga integr,îmente  al  contado si  el  valor  es 
inferior  8 50,000 soles.  Si  es superior,  un 15%  se entrega  al  contado y 
el  saldo  en anualidades  que no pueden ser  inferiores  a 3 ni  superiores  a 47. 
15,  con intereses  al  rebatir  del  5% al  8%.  Las wndiciones  o dentro  de es- 
tos  limites  o s,on  negociables.  Por  su lado,  los  beneficiarios  deben pagcar 
en cuotas  anuales durante  un plazo  no superior  a 20 at?c?s. El  precio  de  - 
venta  es determinado de acuerdo al  prccic;  le  ccmpra que pago el  Instituto. 
Es claro  que el  sistema prrjpuesto  en el  Decreto  se inclina  más 
por  los  intereses  dz los  terratenientes  que por  li;s  de los  campesinos.  La 
forma de pago es favorable  a los  intereses  de los  terratenientes  y  en ciex 
ta  forma  ta&&  la  valorizacih.  Resulta  en gcncrzl,  sin  embargo, menos 
proterrateniente  que la  propuesta. hecha por  la  Cmisih  para  la  Fkfonna A- 
graria  y  la  Vivienda. 
La prcmulgacih  del  Decrete  sirviS  para  que los  campesinos de 
la  Convención abandonasen  algunas de las  haciendas  invadidas,  bajo  la  pro- 
mesa de que les  serían  adjudicadas.  Per medio suyo el  IRAC expropió  el  - 
fundo “El  PotrerocP  9 propiedad  de los  González Willis  o y  entrego  en Jdio  - 
de 1963 títulos  /de  propiedad  a 264 campesinos. 
II  1.  PERIODO  DE E)EJ.ALJNDE 
La reforma  agraria  fue  terna fundamental de debate en las  elec-- 
ciones  presidenciales  que llevaron  a Belauncle  al  poder.  No cs  de extrañar 
en un momento  en que el  país  se encontraba  remecido por  movimientos  campe- 
sinos  que se extendían  a la  mayciría de la  Sierra  y  a amplias  zonas do la 
&sta.  RAos  los  principales  partidos  qtie participaron  en la  centienda  e- 
lectoral  plantearon  la  reforma  agraria  en sus PropaganZas.  El  12 ie  Agns- 
to  de 1963,  antes  de cumplirse  un mes de la  IleSada  d+ Belahde  a la  presi- 
hncia,  el  Ejecutivo  remitía  al  Congreso un proyecte  de ley  de refuma  =; - 
graria  elabora&  por  una comisión mixta  M-DC.  Edgardo Seoane  y  Enrique 
Torres  Llosa,  representante  de la  AP y  la  DC, respectivamente,  fueren  sus 
principcales  autores  y  defensores.  El  proyecto  fue  presenta&!  a la  Chara 
&  Diputados.  Lijs demás  partidos  enviarGn asimismo sus proyectos;  el  17 48  l 
de Setiembre lo  hizc  la  UNO, y  el  2 de Octubre  el  Fartido  Aprista  Peruano. 
La Confederación C-t-sina  del  Perú presentó  también su propio  proyecto,  a 
través  de los  diputados  Ledesma  y %.nrique  (Iel  Frente  de Liberación  Nacio- 
nal. 
Fara  la  discusión  de los  proyectos  -la  Cámara  de Diputados  ncm - 
bró  una ccánisión integrarla  por  13 miembros:  seis  de la  coalición  M-DC,  - 
seis  de la  alianza  AFI¿44UNO  y  uno del  FM.  (Véase Petras  y  Laporte,  1971. 
y  también Mac Lckn 1965).  El  debate de la  komisih  fue  muy agitado,  cen - 
tr5ndose  en la  fmma  de financiación  de Za reformaa, en la  forma de pago a 
¡os  terrattinientes  y  en el  tratamiento  que debería  darse  a ías  hacien~hs 
cost&w  altamente  tecnificahs  y  a las  ganaderas serranas  modernas.  Nin- 
guna de las  fuerzas  políticas  en pugna era  suficientemente  pokhrosa para 
imponer su propio  punto  de vista.  El  resultado  fue  un proyecto  eclktico, 
donde cada cual  .tuve qu& ceder algo,  si&do’la  ali&za  oficial  la  que sak- 
lió  perdiendo,  Así,  por  ejem$o:,  ía  UNO  tuvo  que acceder al  pago en boncs 
-(ah  cuando m&  tarde  presehse  una-  nueva batalla  sobre este  punto o una 
vez  aprobada la  ley)  p pero  en cambie fue  capaz cle  .iniponer la  existencia  de 
un etite  especial  encargado de la  financiaci¿h  de la  reforma,  Wque  era  ti- 
na buena medida  de controlar  el  avances &Y  ésta  -~como  Luego se probó en la 
práctica.  Por  su partes  la  coalici5n  oficial  tuvo  que ceder  en lo  qué se 
refiere  a fos  amplios poderes que en su proyecto  se atribuían  al  ente  ofi- 
cial  encarga&  Je ejecutar  l& reforma,  lo  que constituyfi  un triunfo  para  - 
el  APRA. 
Según  parece,  Belaiínde estaba. desr7,e  un inicio  dispuesto  a hacer 
c0nCesiones a sus opositores  en este  terreno,  pues la  reforma  agraria  era 
secundaria  para  él  frente  a las  posibilidades  que atribtia  a los  grandes 
-proyectos  de obras  públicas  y  colonización  en la  Selva:  “Desde  el  primer  - 
momento  BeMnde  estaba dispuesto  ü aceptar  una ley  que í.e pexmiti-era  112 
var  a cabo nada 11151s  que una reforma  agraria  limitada.  Deseaba  un instru  - 
menta legal  que pudiera  ser  aplicado  con eficiencia  en las  zonas de mayor 
agitación  campesina  o dándole tiempo,  así,  para  ejecutar  sus planes  de desg 49. 
1~0116 de La infraestructura,  que él  consideraba como  una solución  definiti- 
va para  la  cuestión  agraria  y  los  problemas de la  producción  agrícola  en el 
_ Perú”  (Petras  y  Laporte,  1971) . 
Finalmente,  la  Comisión presentó  un proyecto  de ley  sustitutorio 
que fue  aprobado por  la  Cámara  de Diputados  el  23.de Enero de 1964.  El prg 
yecto  fue  a discusión  al  Senado, que nombró una comisión para  su estudio. 
Esta nueva comisión  introdujo  algunas modificaciones,  “entre  ellas  la  ha-- 
ceptable  de ampliar  el  régimen de excepción,  no sólo  a los  latifundios  azu- 
careros  de la  Costa,  como  lo  había aprobado ya la  Cámara  de Diputados,  sinó 
adwás  a los  latifundios  ganaderos de la  Sierra”  (Mac Lean,  1965).  La veK 
sión  revisada  por  el  Senado  del  proyecto  sustitutorio  fue  aprobada con pe - 
queñas modificaciones  por  el  Congreso y  promulgada como ley  No 15037 de Re- 
forma Agraria  el  21 de Mayo de 1964;  estuvo  en vigencia  hasta  el  24 de Ju  - 
nio  de 1969. 
000000000 
En el  Proyecto  del  Ejecutivo  el  valor  de la  ind~zación  es fija 
do por  la  oficina  de Reforma y  Proyección Agraria  -ente  encargado de ejecu- 
tar  la  reforma-  lftomando como  base la  productividad  promedio de las  tierras 
en los  cinco  tios  inmediatamente anteriores  al  momento  de la  adquisición  - 
sin  considerar  valores  especulativos  de ninguna clasevt  (Art.  39).  Este va- 
lor  puede ser  objetado  por  el  propietario.  En tal  caso “la  tasación  se 112 
vará  a cabo por  tres  peritos  ( . ..)  La valorización  final  no podrá exceder 
en más de un 30%  del  valor  declarado  por  el  propietario  para  la  acotación  - 
del  impuesto a los  predios  titicos  9 o el  estimado de oficio  por  la  Superi: 
tendencia  de Contribuciones”  (Art.  25) o 
El  criterio  que se aplica  es,  por  tanto,  el  del  rendimiento  ac  - 
tual  de las  tierras,  combinado con el  valor  fiscal,  que fija  un límite  supg 
rior,  equivalente  a un 30%  de exceso sobre este  valor.  El  método de valor& 
zación utilizado  coincide  casi  exactamente con el  que proponía  la  ley  14444. El- ejecutivo  no avanzaba  por  tanto  nada en este  terreno. 
El  pago de la. indemnización debe hacerse en bonos,  en los  casos 
50. 
detierras  expropiadas,-pero  el  proyecto  no indica  explícitamente  si  sólo  g 
n% parte  o la  totalidad  del  precio  se pagará en bonos.  Los bonos deben ser 
‘nominativos,  recibir  uCint&s  del  5%  y  amortizarse  en un plazo  de 20 años 
mediante sorteos  ahualesg podrh  ademh ser  admitidos  a-la  par  para  el  pago 
._  del  @iesto  de suCesi&es,y  ch.g;arantía  en las  operacionesde credito  de 
los  bancos esta&&  de fc@nto,  (Vei arts  l  41)  42 y  43) . 
El  proyecto  w  se pronuncia  explicitamente  sobre la  forma de pago 
ni  sienta  restricciones  en los  casos de compra-ventas directas;  lo  hico  -- 
que indica  es que el  Instituto  podrá garantiza?  al  propietario  el  pago del 
precio  de venta  de las  parcelas,  siempre y  cuando las  condiciones  de venta 
-hayan sido  a$obadas  por-él  y  no difieran  de las  señaladas en el  capítulo  - 
pertinente  del  proyecto. 
Los-beneficiarios  deberán pagar  cl  precio  de venta  en un plazo  no 
menor de 20 años con un recargo  de interés  del  2%. 
Un aspecto  interesante  del  proyecto,  we  desapareció  después-en 
el  Proyecto  Sustitutorío,  era  la  restricción  a’.  otorgamiento  de cr&litos  - 
del  Banco de Fomènto  Agropecuario  @ara la  explotación  de predios  que exce- 
diese  el  doble de los_ liinites  de inafectabil&d.  Para poder obten&  pr&- 
@mas los  propietarios  de tales  predios  tendrían  que acreditar:  1)  que no 
existen  probhmas  de tenenMa  de la  tierra  en el  fundo;  y  2)  que el  propi% 
tario  y  la  Oficina  de Reforma maria  h+  convenido la  forma y  plazo  de ri 
x  solver  tales  problemas.  (Ver  art.  35). 
. 
No indica  nada el  proyecto  sobre  fuentes  para  la  financiación  de 
la  reforha  ni  sobre transferencia  de capitales  de la  agricultura  a la  in  - 
dustria, 51. 
c 
En términos  generales  puede afirmarse  .que los  métodos de.valoriz% 
ción  y  pago propuestos  por  el  Ejecutivo  perjudicaban  a los  terratenientes  y 
beneficiaban  a los  campesinos.  La aceptación,  sin  embargo, de los  bonos cg 
mo garantza  de préstamos de bancos de fomento era una concesi6n a los  terrs 
tenientes,  y  probablemente considerada como  un camino que se les  abría  para 
poder  trasladarse  a otras  ramas de la. economía. 
0000000000 
El.Prc&cto  de la  Unión Nacional  Odrilsta  propone una combinacih 
del  método del  valor  real  y  el  del  rendimientolpotenciaaí  en la  detehink  -- 
ción  del  valor-  -de.  expropiación,  En su artículo  9 el  Proyecto  indica  que  - 
“la  expropiación  se ha@i siempre por  el  precio  iue-se  obtenga tomando la  me 
dia  aritmética  entre  la  cantidad.que  resulte  de capitalizar  la  renta  vigen- 
te,  al  interés  legal,  y  el  vtilor  actual  en venta  de propiedades análogas en 
la  zona o local idad’“.  Esta  forma de cglculo  favorece  evidentemente a los 
terratenientes, 
El  proyecto  odriísta  no se pronuncia  explicitamente  sobre la  fo: 
ma de pago,  pero es claro  que los  parlamentarios  de ese partido  se inclina 
ban y  lucharon por  el  pago al  contado,  apoyhdose  para ello  en déterminados 
articulos  de la  Constitucicin  (ver  infra>.  Probabhnente  fue  deliberada  la 
mencipon expresa del  pago al  contado con objeto  de no dar  al  proyecto  un cs 
rácter  demasiâdo  abiertamente  proterrateniente  ;  y  reservaron  la  dkusión 
sobre la  forma de pago para un momento  posterior. 
Las adjudicaciones  -según el  Proyecto-  dkben ser  hechas a colonos 
y  por  asen@mientos.  &  realidad  el  Proyecto  confúnde acciones  de reforma 
agraria  y  colonización,  en Ifnea  con 10 que ha sido  tradicionalmerite  Ia  po- 
lítica  de los  terratenientes  enmateria  de reforma  agraria.  Los colonos  dg 
.ben entregar,  al  recibir  el  lote,  el  5%  de su precio,  -y amortizar  el -resto 
de hdeuda  a raz6n del  5%  anual,  a partir  del  tercer  año.  Si  el  colono no 52. 
puede pagar  el  5%  de la  cuota  incial  puede ser  admitido  como arrendatario 
sor  cinco  años,  pagando como  merced conductiva  el  3%  (1  precio  te1  lote 
(ver  arts.  63 y  64). 
Junto  con el  proyecto  de ley  de reforma  agraria,  la  UNO  presen- 
tó  un proiecto  complementario relativo  a aspectos  financieros.  Según  éste, 
para  financiar  obras  de irrigación,  asentamiento de colonos  (en el  proyec- 
to  se hacen amplitis  consideraciones  sobre los  requerimientos  para  el  asen- 
tamiento  de colonos,  como  corresponde a su carácter  de proyecto  de coloni- 
zación más que de reforma  agraria)  y  expropiación  de tierras,  se crea  una 
Corporación  Económica  Nacional  de Reforma Agraria  del  Perú,  organismo inde- 
pendiente’de  los  encargados de ejecutar  la  reforma.  La Corporación  se fi- 
nanciaría  mediante la  emisih  de Cédulas de la  Reforma Agraria,  nominati  - 
vas,  que llevarían  un interés  del  5%  y  se rescatarlan  por  su valor  nominal0 
por  sorteo,  a razón del  cinco  por  ciento  de cada emisión anual.  Las cédti- 
las  deberían  ser  ob3_igatoriamente adquiridas  por  todas  aquellas  personas - 
naturales  y  jurldicas  cuya renta  líquida  anual  sobrepasase los  100,000 so- 
les,  a razh  del  3%  del  total  de lc  renta  líquida  anual,  Ad&k  de estas 
rentas  la  CorporacihpodrZa  recibir  asignaciones  del  Presupuesto de la  Rg 
pública  y  contratar  creditos  dentro  y  fuera  del  país. 
La creación  de la  Corporación  como  un ente  indopendiente  era un 
intento  de la  UXO  para mantener control  sobre la  mwcha de la  reforma  agra 
ria,  cuyos avances podr&n  ser  orientados  y/o  detenidos  mediante el  control 
de las  fuentes  de fondos.  Hay que reconocer,  sin  embargo, que el  mecanismo 
de financiación  propuesto  tiene  cierto  interh,  y  constituye  luna forma de - 
financiar  la  reforma  menos regresiva  que si  30s fondos  se obtuviesen  direc- 
tamente del  presupuesto -  No obstante?  en su conju@o,  el  proyecto  de la  - 
UNO  es claramente  proterrateniente. 
El proyecto  ewiado  por  el  Partido  Aprista  Peruano propone una 
combinación del  valor  real,  el  valor  fiscal  y  dos variantes  del  rendimien- 
to  actual  (capitalizando  la  renta  y  segh  la  producción  actual)  para  dete: 
minar  el  valor  de indmización: 53.  .- 
Art.  85:  Para establecer  la  valoriza&&  de los  precios  rústi 
cos qtre se adquieran parcial  0 totalmente  a título  oneroso pa 
ra  fines  de reforma  agraria,  SC deberán considerar  íos  siguiz$ 
tes  factores  como elementos principales  de juicio: 
a)  las  declaraciones  juradas  hechas por  el  propietário  para  - 
fa  acotaciíin  de impuestos a predios  rústicos  en los  cinco  a-- 
ños  inmediatamente anteriores  a la  adquisición; 
:b)  el  valor  coffespokiente  a la  capitalización  de la  renta  - 
que  *efectivamente  se haya obtenido <en  promedio durante  los  - 
cinco  tios  inmerfiatamente anteriores.  a la  adquisicih; 
c)  el  valor  ve  se obtenga a base de las’cifras  de~producción 
media durante  los  cinco  a&s  inukdiatamentc  anteriores  a la 
aquisición; 
d)  el  valor  actual  estimado para  fundos  de características  sg 
mejantes  dey-  la  misma  r*gi$n;  y 
.  e)  todos  aquel,los otros  elementos we  sirvan  para  fijar  SU  - 
justo  prwio. 
Y aBade en eI  artkulo  86: 
Art.  86:  El valor  del  predio  estará  determinado por  el  prome- 
dio  arititico  de los  valores  obtenidos  de cada uno de íos  - 
factores  considerados  corno-elementos de juicio  en el  artículo 
anterior.  Er  el  caso de que alguno o algunos de ellos  apare 
can evidentemente irreales  deberán ser  desechados. 
Claro  es que el.sistema  propuesto  es  sumamente  engorroso y  di 
ficil.  de aplicar.  Es en principio  un sistema  acG-ctico+pero  la  m+ci& 
final  en el  art.  86 le  da un tinte  proterratenieatet,  ya que el  valor  que 
seguramente quedaría  excluido.  en la  mayoría de los  casos sería  el  f íscal. 
-La forma de pago a los  tetiateníetites  varía  se&  el  monto de 
la  indemnización a pagar  y  según que los  prèdios  cumplieran  o no con su 9/  función  social-,  Se crean  tres  clases  de bonos:  A con un vencimiento  de 10 
años y  un Merés  del  6%; B con un vencimiento  de 15 años y  un interés  del 
5%; y  C con un vencimiento  de 20 años y  un interés  del  4%.  Los bonos son - 
aceptables  en un lOO%, 85%  y  75%, respectivamente,  en garantfa  de operacio- 
nes de crédito  de bancos estatales;  pueden ser  nominativos  o al  portador,  a 
elección  del  tenedor,  y  son negociables,  estando garantizados  por  el  Estado 
sin  reserva  alguna.  Los predios  que cumplan su función  social  se pagarán 
integramente  al  contado si  su valor  no excede de 200.00 soles;  un quince  - 
por  ciento  al  contado y  el  resto  en bonos A cuando exceda de esa cantidad. 
Los predios  que no cumplan su función  social  se pagarán al  contado cuando 
valgan menos de 100,000 soles;  si  exceden de esa cantidad  y  el  predio  está 
trabajado  directamente  se paga el  S%  al  contado y  el  resto  en bonos B;  si 
no esti  trabajado  directamente  se pagarán 100,000 soles  al  contado y  el  res- 
to  en bonos C. 
Los adjudicatarios  deber&  pagar como  precio  de venta  el  precio 
de adquisición  de la  tierra  más el  precio  de las  obras de habilitación  de - 
la  parcela;  el  plazo  máximo  será  de 20 tios  y  la  tasa  de interés  ser5  dete: 
minada por  el  Instituto. 
El  Proyecto del  PA?  considera  también la  creación  de un organis_ 
mo ad hoc encargado del. financiamiento  de la  reforma,  al  que da el  nombre 
de Corporación  Financiera  de la  Refoma  ..Agraria.  Sus finalidades  son si- 
milares  a las  de la  corporación  propuesta  por  la  UNO; no se propone,  sin  - 
21 La utilización  de la  noción de “función  social  de la  propiedad”  en co - 
nexión con las  reformas  agrarias  ha sido  penetrantemente analizada  por 
(Ernest  Feder,  19721, quien resume su punto de vista  de la  siguiente  fo: 
IIB:  ‘Qebemos  concluir  que el  concepto de función  social  de la  tierra,  - 
aunque fue  introducido  en apariencia  para  facilitar  las  expropiaciones 
en gran escala,  sirve  en realiad  para distraer  la  atención  de las  injw- 
‘ticias  inherentes  a un¿r  distribución  muy desigual  de los  recursos  agra- 
rios,  poniendo el  acento  en los  usos de la  tierra,  lo  mal  resulta  menos 
comprometedor. 55. 
embargo, la  emisí&  de c&lulas  de compra obligatoria,  sinó  la  asignací6n 
del  3%  de los  ingresos  totales  del  Presupuesto &  la  Repu’blica durante  un 
período  mínimo de 20 años. 
Una novedad de este  proyecto  es  la  creación  de un Fondo Especial 
de Promoción Industrial  destinado  à ‘Yinanciar,  en la  proporción,  $orma y  - 
modo  que determine  el  Reglamento de la  presente  ley,  toda clase  de proyectos 
i@ustríales  qUe le  sean sometidos  a su consideración  por  los  tenedores  de 
bonos agrarios  de las  clases  A,  B y  C”.  (Art.  256).  Los bonos servirian  cg 
mo única  garantla,  por  su valor  nomina&en los  créditos  que el  Fondo otor- 
gue a los  tenedores  de bonos.  La financiación  del  Fondo se harsa mediante 
.la  asignación  del  1%  de los  ingresos  totales  dei  Presupuesto de ia  Repíiblg 
ca del  año 1965, y  el  2% anual de los  ingresos  presupuestales  desde 19biEi.  - 
hasta  1984  f  Además, el  Fondos que serla  administrado  por  el  Banco Indus  - 
trialp  contarS& inicialmente  con 500 millones  de soles  procede tes  de accic 
7  Y  nes especitiles  que para este  @opósito  debería  emitir  ese banco,  podría  ce 
lebrar  operaciones  de cr’edito  dentro  y  fuera  del  país. 
En t&minos  generales  las  propues&s  hechas por  el  Partido  A - 
prista  son msis  proterratenientes  que las  del  &jecutivo  aunque menos  que  - 
las  de la  ‘DD.  Respecto al  proyecto  de la  U80 el  APRA  se afirma  en elpa- 
go en bonos,  aún cuando los  plazos  de éstos  son más bíen  reducidos;  esta  - 
-es.  una diferencia  importante  entre.Sbos  proyectos.  Por otro  lado,  los-a 
prístas  plantearon  en su proyecto  una idea de corte  netamente proterrate  - 
niente,  recogída  de profesores  amerítanos  de la  UniversídacPde  Iowa asentg 
dos en el  Perú mediante una misíón  -la  “Misión  Iowa**- que cooperaba -y  coo 
pera-  principalmente  con el  Ministerio  de Agricultura,  que es la  de finan- 
ciar  la  transferencia  de las  indmizacioneS  a la  industria,  mediante la 
creación  de un fondo  especíalmente dedicado a ese fin  (ver  infra,  propues- 
ta  Mann-Blase)  .  El proyecto  aprista  se daba la  mano  con el  odriísta  en un 
intento  de controlar  desde el  parlamento  (de mayoría apro-odríísta)  el  cux 
so de la  refurma,  mediante la  atribución  de las  responsabilidades  de finan_ 
ciación  del  proceso  a M  órgano independiente  -la  Corporación  Financiera. 55.  a. 
Como  antes  indicamos,  la  Confederación Campesina  del  Perfi  (CCP) 
presentó  también su proyecto.  Se trata  de un proyecto  corto.(34  artículos), 
claro  y  pedagógico,  que plantea  con sencillez  los  aspectos  cruciales  de la 
reforma  agraria,  respetando la  pequeña  y  mediana propiedad. 
El proyecto  sanciora  el  no pago de indemnizaci¿jn alguna por  las 
tierras  no cultivadas  de los  latifundios  y  las  enfeudadas.  En los  demG ca, 
sos,  la  indemnización se determinad  conforme al  valor  fiscal,  “tomando co- 
mo tasación  la  valorización  hecha para  el  pago de la  renta  predial  con fe  - 
cha anterior  a la  promulgaci¿5n  de esta  ley”  (Art.  20).  El pago se hará en 
bonos con un interés  no superior  al  5%  y  a 20 años plazo. 
Los campesinos feudatarios  tendrh  derecho a la  adjudicaciíin  -- 
gratuita  -en concepto de indemnización por  su anterior  situación-  de las  - 
tierras  que cultivaban  directamente,  y  las  conarnidades  tendrán  derecho a la 
adjudicación  gratuita  de las  tierras  que los  latifundios  mantenían ociosas, 
En los  casos en que los  beneficiarios  deban pagar  la  tierra  lo  hark  en ar- 
madas anuales a partir  del  quinto  año de recibirla  y  en un plazo  no menor - 
de 20 años. 
El proyecto  de la  CCP  es definitivamente  el  mâs antiterratenie~ 
te  de los  que se presentaron  a discusión.‘S&.a  difícil  comparar sus méri  - 
tos  con los  del  presentado  por  el  MIR en 1961;  en ambos  casos se trata  de - 
proyectos  que atacan a los  intereses  de los  terratenientes  desde posiciones 
burguesas progresistas  que tratan  de defender  los  derechos de los  campesi - 
nos.  Esto es seguramente lo  máximo  a lo  que se podía llegar  en términos  de 
la  presentación  de un proyecto  de ley  ante  el  Parlamento.  Sus estilos  son 
sin  embargo  muy distintos:  el  del  MIR es complejo y  técnicamente  acucioso, 
el  de la  CCP  es simple y -políticamente  claro.  Desde el  punto  de vista  de - 
ganar adhesiones,el  primero  podría  despertar  simpatías  entre  los  sectores 
burgueses progresistas,  pero dificilmente  podría  ser  comprendido por  el  cané 
pesinado;  el  segundo era,  por  el  contrario,  un libro  abierto  para  la  imagi- 
nación del  campesino, aunque  pudiera  ser  tratado  como v’poco  serio”  por  la 
burguesía. 56. 
El  Proyecto  Sustitutorio  elaborado por  la  Comisión de la  Cámara 
de Diputados  mezclaba un poco de las  propuestas  de los  tres  sectores  pollti- 
cos dominantes,  recogiendo n$s de lo  planteado  por  apristas  y  odrilstas. 
El método de valorización  con fines  de expropiación  era  una cm- 
binacih  de lo  pxpuesto  por  el  Ejecutivo  y  el  Apra.  Se sugería  una cornbi- 
nacibn  del  rendimiento  actual  (capitalizando  el  ingreso  neto)  con una va  -- 
riante  def  valor  real.  El  lí&e  máximo  lo  fijaba  el  valor  obtenido  por  el 
m&qdo del  rendimiento  actual  aumentado  en un 30%.  El procedimiento  consi 
tía  en “determinar  el  valor  bdsico  capitalizando  al  12%  los  ingresos  netos 
correspondientes  al  promedio de los  cinco  años inmediatamente anteriores  a 
la  expropiacíl5n”  (Art,.  75).  A partir  de este  valor  bhico  se determinarla 
el  precio  de compra 0 indemnizaci¿k  9  9sumando  al  valor  básico  un porcentaje 
adicional  que será  fijado  por  los  peritos  del  Instituto,  tomando en conside 
ración  la  ubicación  del  predio,  la  calidad  de las  tierras  y  el  valor  en ven 
ta  de tierras  similares  en la  zona.  En ningGn caso el  precio  &  tiropia  - 
ción  o de venta  podrá exceder  en más de un 30%  al  valor  bhico..  . ”  (Art .75). 
Las tierras  incultas  deberían,  por  otra  parte,  valoriz-se  de 
acuerdo al  rendimiento  potencial,  descontando el  valor  de las  inversiones 
necesarias  para  su incorporación  al  cultivo. 
En re!lación  con la  forma de pago la  Cámara  de Diputados  recogiC 
en lo  fundamental  lo  propuesto  por  el  APRA.  Se prevee un pago parcialmente 
al  contado y  parcialmente  en bonos.  Los bonQs son de tres  tipos:  A,  í8  a- 
ños y  6%; B,  20 años y  5%; y  C,  22 años y  4%.  Son nominativos  y  negociables 
y  están  garantizados  por  el  Estado sin  reserva  alguna.  El pago se hará de 
la  siguiente  forma:  (a)  tierras  que cumplen con su función  social,  hasta  - 
200,000 soles  al  contado y  el  resto  en bonos A;  tierras  que no cumplen su 
funeión  social  pero  están  directamente  conducidas por  sus propietarios,  has- 
ta  100,000 soles  al  contado y  el  resto  en bonos B;  tierras  conducidas por 
feudatarios,  ociosas  e incultas,  hasta  50,000 soles  en efectivo  y  el  resto 
en bonos C. ?or  su parte,  los  adjudicatarios  deben pagar  en ‘20  aiios como  m&ci 
ll10, debiendo el  Instituto  determinar  la  tasa  de interh  y  pudiendo facultar 
añcs muertos,  hasta  un máximo  de cinco.  Se autoriza  a los  beneficiarios  a 
-. cancelar  las  cuotas  de amortizaci¿k  de su deuda en bonos,  qize serán acepta- 
dos a su valor  ncminal por  el  Instituto  para  tal  fin,  Esta fue  una propueg 
ta  nueva,  que no figuraba  &  ninguno de los  proyectos  presentados,  destina- 
da a mr  el  merc&o  de tios,  gkntizando  así  mejores  cotizaciones  a los 
terratenientes.  Los bonos servirían  también como garantía  en operaciones  de 
cr6dito  con los  Bancos Estatales,  por  un 80%, 65%  y  50%  de su valor  nominal, 
según su respectiva  clase, 
Al  igual  que en los  Froyectos  del  PAP, y  de:  .la  URO, el  de la  Ca 
mara de Diputados  estable&  la  creación  de una Corporacibn  Financiera  des- 
tinada  a financiar  las  acciones  de reforma  agraria  y  colonizaci&,  a la  que 
se dotaba con un 3%  de los  ingresos  del  presvesto,  y  con amplia  indepen - 
dencia  del  organismo ejecutor  e  . 
Se ckeaba,  asimismo,  siguiendo  a lo  propuesto  por  el. NP,.  un  - 
Fondo Especial  de Inversiones  Industriales  p orientado  a fixznciar  los  pro  - 
yectos  &e  pre-etitasen  los  tmedores  de bonos,  para -lo que se le  dotaba con 
una renta  anual DO menor del  2%  ds  los  ingresos  presupuestarjos,  y  una can- 
tidad  inicial  de 500 míllones  ‘de soles  derivado  de acciones  emitidas  por  el 
Ba$o  Industrial  expresamente para  este  fin. 
0000000000 
-Aprobado el  prcyecto  de la  Zkar  de Diputadcs,  lo  fundamental  - 
de 1s ley  25037,  finalmente  aprobada,  estaba ya elaboradc.  La conciliación 
había  triunfado  y  con ella  los  .inteYeses terratenientes.  El  filo  inicial  - 
-del Proyecto  del. Ejecutivc  -de por  si  bastqte  remo-  se había  definitim- 
te  epbotado.  Pequeñas  modificaciones  quedaba  por  hacer, 
I Desde el  punto de vista  que aquí  nos  interesa  -los  aspectos  de 
financiación-  la  única  mdificaci6n  que se introdujo  se refiere  3 la  valor& 
zaci6n.  Según  el  art.  75 de Ta Ley,  "el  'justiprecio  del  predio  expropiado 
ser6  fijado  promediando los  siguientes  factores:  1)  ei  que corresponda al. 
promedio del  valor  declarado  en los  últimos  cinco&os  anteriores  a la  afecc 
tación  para  los  efectos  de la  acotación  del  Impuesto Predial  Rústico;  2)  la 
vakx%xziún  de acuerdo a la  apreCiaci6n  del  rendimiento  potencial  de la  - 
tierra  formlada  por  el  personal  tknico  del  Instituto  de Reforma y  Pronw - 
clón  Agraria;  y  3)  la  tasa&n  directa  de acuerdo a los  últimos  aranceles  - 
del  Cuerpo Tknico  de Tasaciones del  Per@' (arta  75).  Se~proponSa  así  un  - 
m6tod.o  mixto,  ecl&tico  y  engorroso,  donde se combinaba el  rendueiento  fis- 
cal:  el  rendimiento  potencial  y  el  valor  actual. 
Antes  de que se hubiese comenzado  en el  Parlamento la  discusi6n 
sobre la  reforma  agraria,  antes  incluso  de que Belatide  subiese al  poder, 
los  propietarios  de la  tierra  hab&n  iniciado  una cmpaña&lucha  contra  el 
pago en bonos.  El  tem  de la  reforma  agraria  había  sido  muy agitado  duran- 
te  la  campaña  ekctom.l  y,  por  supuesto,  uno de los  problemas en discusión 
fue  la  forma de pago.  La Sociedad %acional Agraria  fue  la  abanderada en eS 
ta  lucha.  Su argumentación se centraba, en que:  1)  el  pago en bonos implica 
la  confiscación.;  y  2)  es anticonstitucional.  Así,  en un editorial  del  dia- 
rio  La Prensa,  en vísperas  de'la  toma del  poder por  BelaGnde, se leía: 
WI  nuestro  caso,  como eri tcantos otros  del  mundo, ha de ~1% 
~~m;in  duda,  el  pedido para que la*yropiación  se pague 
Por buena que sea la  íntencmn  con que se propon- 
ga tal  recurso,  si  así  puede Ilamársele,  no se puede pasar  - 
por  alto  que ello  no sólo  significa  rcmper con el  principio 
constitucional  que ordena el  pago en efectivo  de una compen- 
sación  Pjustipreciada'.  Representaría  algo m5s: despertar 
la  desconfianza  en cuanto a la  orientación  del  regimen que - 
rija  los  destinos  del  país,  lo  cual  impediría  no sólo  efec  - 
tuar  la  reforma  agraria,  sinó  todo  el  proceso de desarrollo 
que e3, país  reclama,  el  cual  sólo  puede ser  ejecutado  dentro 
de una atm¿kfera  económica de plena  confianza. 59. 
Todos sabemos  como  las  expropiaciones  pagaderas en bonos que 
se han efectuado  en otros  países  han terminado  siendo a muy 
corto  plazo 9 confiscaciones  llanas  y  simples.  En algunos ca 
sos los  bonos no se pagaron;  y  aGn en los  casos en ye  se ?c 
dia  albergar  alguna esperanza de pago,  la  compensaclon  recl- 
bida  en bonos de valor  nominal distinta  a su valor  real,  e - 
quivalía  a un despojo cuyos efectos  económicos eran exacta  - 
mente los  mismos que si  el  gobierno hubieradwxetado  llana  y 
simplemente la  confiscación  al  estilo  comunlstaíl.~/ 
Posteriormente,  conocido ya el  proyecto  de la  alianza  AR-DC, 
los  terratenientes  no demoraron en comenzar la  agitaciGn  contra  él.  La 
S.N.A.  ha&  p&lica,su  posición  en contra  del  mismo en un largo  comunica- 
do publicado  en los  principales  diarios.  Respecto al  pago en bonos decía 
lo  siguiente: 
“El  proyecto  es violatorio  de los  arts.  29,  47 y  211 de la 
Constitución,  que ordenan la  indemnización previa  en Craso 
de expropiaci&r  .  El proyecto  supone que el  daño puede resaz 
cirse  con promesas de pago o pagos diferidos  en forma de bg 
nos,  es decir  sin  la  indemnización previa  que exige  la  Cons_ 
titución.  Desde 1828 figura  en nuestras  constituciones  es- 
te  precepto,  que todos  los  Congresos l-an aplicado  en recti- 
tud  ordenando el  pago previo  en dinero  efectivo.  Así  se 
lee’en  los  cedigos  de 1852 y  1936,  en las  leyes  actuales  de 
expropiación,  así  co1110  en el  Decreto  Ley 14444 dado por  la 
Junta  Militar  de Gobierno el  28 de Marzo de 1963,  en aplica 
ción  actual  a la  reforma  agraria  en el  Sur,  y  en la  ley  so- 
bre  Comunidades  de Indígenas  promulgada el  12 del  presente 
por  el  actual  Congreso de la  Rep&lica. 
Saturado el  país  de bonos de todas  clases  y  sin  capita- 
les  que los  absorvan,  estas  obligaciones  del  Estado,  emiti 
das sin  sujeción  a los  arts.  ll,  15 y  123 inctso  8 de la  - 
Constitución,  faltas  de garantía  y  de colocaclon  representa 
rían  un verdadero cuno forzoso  que en nada indemniza y  que 
significa  el  nuevo dkíío al  expropiado de des  P/ 
ijarlo  del  ca- 
pital  necesario  para  trabajar  y  subsistir.”  - 
g/  La Prensa de Lima  o 27 de Julio  de 1963.  Citado  por  Mac Lean,  1965. 
g/  Véase 0.  Delgado,  ed.,  1965. :60. 
Efectivamente,  los  terratenientes  no se equivocaban al  decir  que 
el  pago en bonos contenfa  efectos  confiscatorios.  Pero sí  exageraban: depen_ 
derfa  del  carácter  de los  bonos y  de la  magnitud del  proceso  inflacionario  - 
(proceso del  que es probable  que los  propios  terratenientes  fuesen bastante 
responsables).  Pero el  problema central  no es este  SinS otros:  Primero’,  co- 
mo en la  economla  no se prodken  milagros  la  linka  manera de redistribuir  en 
favor  de los  campesinos es  imponer de al--manera  carkter  confiscatorio  a 
la  reforma;  caso contrario,  si  se pagase el  precio  completo al  contado,  los 
efectos  redistributivos  quedarfan cancelados.  En segundo lugar  está  el  pro- 
blema del  costo:  sancionar  el  pago al  contado significa  reducir  severamente 
los  alcances  de la  reforma;  el  costo  con pago al  contado de una reforma  tii 
mamente  amplia resultarxa  prohibitivo,  como  comprobamos  en la  anterior  sinw 
iación.  Por Wtimo,  el  problema de fondo  -que como tal  problema de fondo eS 
capa a la  argumentaci&  burguesa en la  que se encierra  el  discurso  sobre proo 
blemas mercantiles-  9 reside  en cuestionar  la  legitimidad  de los  terratenien- 
tes  a la  tierra,  o sea,  poner en tela  de juicio  su derecho al  monopolio pri- 
vado y-enajenable  sobre ía  tierra,  y  su consecuencia mercantil:  la  existen  - 
cia  de un precio  de la  tierra  y,  por  tanto,  el  derecho a reclamar  un m, 
El  gobierno  se defendi6  de las  criticas  lanzadas por  la  SB.  El 
Instituto  de Reforma Agraria  y  Colonización  hizo  pslblica,  a ,los pocos días, 
una respuesta  a la  S.N.A. 
@os  argumentos utilizados  por  el  IRAC se centraban  en lo  sigui- 
te: 
a)  La indemnización al  contado puede tener  sentido  en los  casos 
de expropiaciones  por  motivo  otro  que reforma  agraria.  Debe 
aplicarse,  en el  caso agrario,  normas de derecho que no son 
las  del  Derecho Civil  sinó  las  del  Derecho Agrario,  de la  - 
misma manera en que para normar las  relaciones  laborales  se 
utilizan  criterios  que corresponden al  Derecho Laboral  y  que 
difieren  de los  del  Derecho Civil. 61. 
b)  La S.N.A.  hace una interpretación  caprichosa  de los  preceptos 
constitucionales,  dentro  de otra  interpretación  cabe el  pago 
en bonos. 
c)  Se invoca un antecedente:  la  Xey No 13348, que en 1960 autori 
zó el  pago en bonos por  tierras  expropiadas  para  fines  de i  - 
12/  rrigación.- 
9 
Como  era  de esperar,  los  terratenientes  no se conformaron con la 
respuesta  y  continuaron  su campaKa.  Tenían para  ello  en su favor  que las 
disposiciones  constitucionales  eran ambiguas.  El  art.  29 indicaba:  “La  - 
propiedad  es inviolable,  sea material,  intelectual,  literaria  o artística. 
A nadie  se puede privar  de la  suya sinó  por  causa de utilidad  pi?blica pro- 
hada legalmente y  previa  indemnización justipreciada”.  La S.N.A.  interpre 
taba  que antes  de la  expropiación  debería  entregarse  la  totalidad  de  Ta in 
demnización al  contado.  Pero -como observa Mac Lean “la  Constitución  esta 
blece  la  indemnización,  no el  pago.  !Z bien  es sabido que las  formas jurí- 
dicas  del  pago son varias:  al  contado,  en letras,  pagarés o bonos.  Lo que 
pretenden  los  latifundistas  es justamente  lo  que no dice  la  Constitución: 
que dicho  pago se haga en dinero  efectivo  y  al  contadol’  (Mac Lean,  1965) e 
Durante  esos meses se hizo  una consulta  al  Colegio  de Abogados, 
que confirmó  la  constitucionalidad  del  pago en bonos  D  Finalmente,  tras  ar 
duos debates primero  en las  Comisiones y  después en las  Cámaras, la  ley  a- 
l2/  Esta  ley  se había dictado  en relaci5n  con un reclamo suscitado  por  algunos 
propietarios  de tierras  en la  zona de la  irrigación  San Lorenzo,  quienes 
agrupados en la  Asociación  de Propietarios  Afectados  por  el  Reservorio  de 
los  Cocos (APARCO),  reclamaban ser  compensados  por  las  tierras  de su po- 
sesión  que iban a ser  afectadas  por  las  obras  de irrigaci6n.  Como  el  Es- 
tado  no podía  inscribir  el  dominio de esas tierras,  que estaban bajo  pro 
piedad privada,  se ofrecib:  (a)darles  un equivalente  al  3%  de sus extez 
siones  en tierras  irrigadas  de la  colonización,  o  (b)  indemnizarles  en - 
MM;  Bonos de la  Deuda Interna  (art.  4 de Za ley).  La posibilidad  (b)  no se 
llegó  a materializar  ya que los  propietarios  se inclinaron  por-(a).  Pe- 
ro  el  precedente  legal  quedó-.  Agradezco esta  precisión  a Pedro Alibert. 62. 
probada contempló el  pago en bonos. 
Ni aGn así  se dieron  por  vencidos  los  terratenientes,  que,  a tra- 
vés  de los  parlamentarios  odriístas,  emprendieron una nueva campaña  para dg 
clarar  inconstitucional  la  ley.  Se puso entonces  en debate en el  Congreso 
la  modificatoria  de la  Constitución  para  amparar,  sin  lugar  a dudas,  el  pa- 
go en bonos.  Iras  mcho  debate,  en dos legislaturas  ordinarias,  y  contando 
en cada caso con la  mayorti  &  los  votos  del  niimero legal  de miembros de  - 
las  dos Gmaras,  se aprobó la  ley  No 15224, en Noviembre de 1964,  que mdi- 
ficada  los  artículos  29,  47 y  211 de la,Constitución.  Se añadía al  art.  29 
el  siguiente  pgrrafo:  ‘Cuando se trate  de expropiaciones  con fines  de refoy 
ma agraria,  irrigación,  colonización  o ensanche  y  acondicionamiento  de po - 
blaciones,  o de expropiaciones  de fuentes  de energía  o por  causa de guerra 
o de calamidad pGblica,  la  ley  podrá establecer  que el  pago de la  indemni - 
zaciti  se realice  a plazos  o en armadas o se cancele mediante bonos de acq 
tac%% obligatoria.  La ley  setilará  los  plazos  de pago,  tipos  de intergs, 
el  monto de la  emisión y  las  demZk  condiciones  a las  que haya lugar;  y  de - 
terminará  la  suma  hasta  la  cual  el  pago de la  indemnización será  necesaria- 
mente en dinero  y  previamente”.  La modificación  constitucional  fue  posible 
debido a que la  coalici&  en el  poder  contó  con el  apoyo aprista  para  este 
propósito. 
V.  LA PROPUl%‘IA  MANN-BLASE  PARA  TFASLARAR  FONDOS  A LA INDWIRIA 
Los años 63-64 fueron  testigos  de merosas  propuestas  para  la  fL 
nanciación  de la  reforma  agraria.  Ello  ocurrió  no sólo  en el  Perú,  sinó  - 
también en otros  países  de América Latina.  Eran todatia  los  años de la  eufg 
ria  reformista  ligada  a la  Alianza  para el  Progreso.  Los terratenientes  no 
eran ajenos  a ellas:  muchas -com  la  de una garantía  internacional  para  los 
bonos,  ver  supra  -respondZan directamente  a sus intereses.  En general,  las 
propuestas  se orientaban  a facilitar  la  obtencien  de recursos  externos  para 
financiar  la  reforma  agraria.  Esto resultaba  difkil  ya que las  agencias  - 
financieras  internacionales  se negaban a financiar  programas de compra-venta 
de tierras,  aduciendo que comprometerían con ello  sus fondos  en simples  pa- 63, 
gos de-transferencias  incapaces de generar  renta  -lo  cual  resulta  curioso 
ya que esas agencias 9 simultaneamente,  insistían  en la  importancia  de la  re 
forma agraria  y  la  necesidad de atender  no sólo  a metas ecotimica,  sinó  ta~~ 
bién -de reforma  social.  Pero el  hecho era  que las  agencias  sólo  aceptaban 
financiar  planes  de apoyo  a la  reforma  agraria:  infraestructura,  comercial  . . 
zación,  crédito  agropecuario,  ayuda t&nica$  etc. 
La posición  de-los  terratenientes  respecto  al  financiamiento  ex  - 
terno  de la  reforma  era  ambivalente:  de un lado,  confiaban  en la  escasez de 
recursos  financieros  internos  comõ 15mite  a  la  reforma;  pero  esa escasez  - 
presentaba,  de otro  lado,  un filo  peligroso  para  ellos:  bajas  indemnizacio- 
nes y.dilatados  plazos  de pago;  el  financiamiento  externo  podría  darles  -- 
ciertas  garantías  de mejores  indemnizaciones y  condiciones  de pago.  Final-. 
mente,  si  los  terratenientes  (o al  menos  parte  de ellos)  debkn  salir  de la 
agricultura,  su inter&  era  Situarse  lo  mejor  posible  en otros  sectores  de 
la  economZa.  El  financiamiento  externo  podría  servir  para estos  propósitos. 
En medio de esta  prcbletitica  aparece una propuesta  de los  profe- 
sores  de la  Universidad  de Iowa,  Melvin  G.  Blase y  Fred L.  Mann, desarrolla 
da en su trabajo  como  miembros de la  ?!-Gsión de la  Universidad  de Iowa”  que 
operaba {y  opera)  en el  PerCi, y  presentada  en un seminario  sobre financia  - 
ción  de la  reforma  agraria,  que tuvo  lugar  en Panam& en Mayo de 1964 @ann 
Blase,  1964). 
Algunos antecedentes  son interesantes.  El  gobierno  de Belaúnde 
.  se había mostrado  interesado  en conseguir  financiamiento  internacional  para 
la  reforma.  Así 9 por  ejemplo 9 el  30 de Setiembre de 1963 Edgardo Seoane, 
Vicepresidentti  de la  RepGblica,  env$a una carta  al  Sr.  James Patton,  Presg. 
dente de la  Sociedad de Agricultores  de los  Estados Unidos,  mostrando intc 
r&  por  una propuesta  que el  Sr.  Patton  habSa-hecho  en la  Trigésima  Confe- 
rencia  General de la  Federación  Internacional  de Productores  Agrícolas  - 
(Dublín,  Mayo de 1963) para  crear  un banco mundial de tierras.  En su car- 
ta,  Seoane  ofrece  que se tome al  PerG como  país  piloto  para hacer  un estu- 
dio  con vistas  a  un posible  apoyo financiero  para  la  reforma  agraria.  E - &cttivamentG,  Uegis al  I>efG’una misi&  con&jeto  de inveWgar  estas  posí- 
+i&des  j.prese*tó  un informe.  .:  +o  las  gestiones  no dieron  resultado. 
Por otro  lado,  parece que la  coalici6n  G-DC  rio estaba d~22siad3 
inter-a.+  en colaborar  al  traslado  de los  terratenientes  expro@ados a la 
tJu&riä.  Los profesores  Mann’+ Blee  h&&tn  presentado  su propuesta  al 
C@biexno, a tiaves  del  Ministerio  de Agricultura,  pero no habhn  tenido  (íc 
,njdada  ?$gida.  .:,.. .:  +htentaro?,entonces  con cl  APRA, quien,  parece que por  ti 
tennedio  de Heysen,.uno de sus  teóricos  agrarios,  la  celebr6  entusiast,ame~ 
ge?  F,p? incorporada  en el  proyecto  +  ley  qprista,  de ahí  en la  ley  N* 
,&5037.  @5sicamente la  misma idea fue  despues recogida  por  la  actual  ley 
,ti  l’jt716j.  Sin embargo, los  mecanismos  lwopuestos  no dieron  el  resultado 
8ap&Gi&,  por  rwms  que  no es del  caso analizar  ahora;  la  trahsferencia 
a ,Ila hdustria  de los  capitales  incorprdos  en los  bonos de la  deuda am* 
#  #Qurfi  ccm  letra  de ley,  peor  cam(3  letra  r;uorta, 
000000000000 
,La propuesta  parte  de syoner  el  pago en bonos a los  terratenies 
-tes y  se ocupa de la  muera  ers que los  bonosT~>ueClan  convertirse  en efecti- 
vo o en valores  industrialss,  para  lo  cual  propone la  creacih  de un Fondo 
Agrario  Industrial  de Iswersiones  (FMI)  p que -ccm  ha sido  observado-  de 
zlffrarfo  sblo  tiene  el  ntire.  Los propietarios  de los  bonos podrian  hacer 
tres  cosas:  (a)  %ía.ntener  sus bonos ~cohzndo regulaxxtente la  amortizaci6n  e 
intereses.  (b> Cajoas  sus bonos por  certificados  del  FMI,  que tendrían.- 
el  carkter  de fondos YMUOS  pa@o  a los  tenedores  un dividendo  rcsu2- 
-te  del  rendimiento  promedio de su cartera  de inwersiones;  los  certifica 
dos debersan ser  transferibles,  cr&dcseles  al  efecto  un mercado adecuado.. 
(-3  (Gower&  s&  ti&&  &  &&t~vo,  &.&je&ios  pot; w  &&,&  ëofiie$&.. 
&+ ei  fi.vff,  &+’  i’  w  p&  &  &&&&&j  p&kM@je  ~ &&&-j  el, &*to  &.j’f; @ 
Ved,&  en in&WriAs  &%3ptad&3  por  ;ios  ~tio?&zqmidPentes  or,gmims,  y  sim- 
pre  y  CuBnds,  el  tenedor  aportrase  de otras  fuentes  d;c capital  una 2roporci6n 
de  fa  inversión  -25% se  cita  por  vh  de ejemplo, 6% 
Para su financiamient0  el  FA11  debería  contar  con &  “capital  se- 
milla”  inicial  procedente del  presupuesto9 debiéndosele destinar,  adem&,  a 
nualmente un cierto  porcentaje  de los  ingresos  presupuestales;  y  debería, 
por  Ciltimo,  concertar  préstamos con instituciones  nacionales  y  extranjeras 
(se pone el  énfasis  en las  extranjeras)  con la  garahtía  de los  bonos de la 
deuda agraria.  SegGnMannyBlase,  “es  de esperar  que de los  fondos de la 
Alianza  para  el  Progreso se obtenga un préstam  a largo  plazo  a intereses 
menores que los  comnesp9. 
Los fondos  del  FAJI  se aplicarhn  a industrias  debidamente sel- 
cionadas,  bajo  tres  posibles  formas:  “(1)  adquirir  acciones  de industrias 
existentes  cuyos propietarios  deseen expandir,  y  que estén  consideradas  en 
la  lista  de prioridades  de inversiones  industriales  del  INP;  (2)  adquirir 
acciones  de nuevas industrias  consideradas  también de primera  prioridad;  y 
(3)  adquirir  bonos industriales  de firmas  privadas,  de Corporaciones  Regio 
nales  &  Desarrollo  y  de instituciones  gubernamentales.  (...)  Por ser  el 
objeto  del  Fondo  producir  la  mkima  utilidad,  éste  deber6 invertir  en in  - 
dustrias  de alta  rentabilidad”.  . 
El  Fondo se irfa  liquidando  paulatinamente.  A medida que los  bo 
nos de la  deuda agraria  poseídos por  el  FA11  vayan venciendo,  éste  deber6 
ir  amortizando  los  préstamos contraidos  con las  instituciones  de crédito. 
‘9Simiítaneamentep al  disminui r  las  obligaciones  del  Fondo con las  institu- 
ciones  de crédito,  perihlicmente  podr& distribuir  y  entregar  las  acciones 
los  bonos 0 dinero  efectivo  a cambio de certificados  de propiedad9’. 
Los autores  consideran  algunas variantes  y  posibles  adiciones  a 
su propuesta:  (1)  Uso del  procedimiento  del  FA11 sin  empleo de bonos de la 
deuda agraria.  Los terratenientes  serían  indemnizados ~directamente en ce: 
tificados  del  FAII.  (2)  Incorporar  medidas de reforma  de la  enpiresa; esto- 
se conseguiría  regulando:  a)  Yas  pOsibilidades  que podrán tener  los  emplea 
dos y  obreros  de las  firmas  para  la  c&pra  &  acciones,  y  a la  participa  - 
ci6n  en utilidades,  actuando de esa forma como  propietarios  del  Fondo”; 60. 
b)  legislando  para proteger  a los  accionistas  minoritarios  de las  em- 
presas,  puesto  que como “en algGn momento  las  inversiones  del  Fondo estar%-i 
en manos de un número minoritario  de propietarios  de acciones,  al-  medida 
deber% tornarse rara  protegerlosg’.  (3)  Eliminar  la  alternativa  de coqersiin 
de los  bonos en efectivo.  (4)  No liquidar  el  Fondo sinf,  mantener+0 indefinL  .” 
damente como  un fondo mutuo.  (5)  Crear  una instituciijn  internacional  para  - 
financiar  los  fondos nacionales.  (6)  Crear  un fondo de seguro para  cubrir 
posibles  incumplimicmtos  en los  pagos de los  beneficiarios  9 para  lo  cua,í “dg 
bería  crearse  un pequefio porcentaje  de recargo  en la  deuda adquirida  por  los 
pequefíos campesinos al  comprar la  tierra,  lo  que servir5  como  un primer  r+  - 
ve1 de protecci6n  de los  propietarios  del  Fondo”. 
o,oooooooo 
No es diffcil  descubrir  cl  car$cter  proterrateniente  que se alber- 
ga en ,Ia  propuesta.  Su leiQnot&  es Tndulzar  a los  terratenientes  el  trago 
mafgo  de la  refon&”  (Dornikc y  Shearer,  1973).  La ‘5ngenuid8d’9 (llena  de 
contenido  de ,clase)  de Mann  y  Blase les  hace declarar  que &ta  sm.% la  snane- 
ra  de vencer .9a oposición  de los  terratenientes  y  dejar  entonces el  camino 
libre  para q-e  la  reforma  agraria  se lleve  a cabo.  Asl,  entre  los  objetivos 
de la  propuesta  incluyen:  “conseguir  la  reducci6n 
que la  rceforma agraria  sea aceptada.” 
de los  riesgos  para hacer  que 
La respuesta  obvia  a este  plantemiento 
claridad,  desde posiciones  reformistas  mderadas: 
ha sido  da&,  con bastante 
Se da por  se&ado que el  poder polftico  de que hoy dla  gozan los 
terratenientes  en Wchos  pafises de Latinodrica  esti  solidamente 
establecido.  Yo creo,  y  sé m  disculpe  por  insistir  en esta  cla- 
se de comei~tar&os, que la  realidad  no es esa.  (...)  Definitivamen 
te  tio cxx@arto ef  optirnism  de 105 poímntes  xerca  del  nGrito  deT 
sistema  que consistirla  en redu&  la  resistencia  a 13 *eforma  - 
que presentan  los  terratenientes>  No.ckeo que ella  derive  princi- 
palmente de las  formas  de pago dífersidd,  ni  de la  falta  de alter- 
nativas  de UwersiQjn,  menos si  la  admiMstraci6n  del  Fondo va a - 
estar  en ,manos  de funcionarios  de entidades  estatales.  (. . .)  Creo 67. 
sinceramente,  y ya  lo  he anotado antes,  que al  menos en varios 
pafses  de América Latina  se ~están  robusteciendo  los  movimientos’ 
políticos  que aspiran  a soluciones  radicales  por  vías  democráti 
cas  (esto  sin  mencionar las  tendencias  extremistas)  o  En estos- 
movimientos,  que cuentan con el  respaldo  creciente  de la  masa, 
la  reforma  agraria  se presenta  como‘-un  proceso orientado  a anu 
lar  el  poder político  de que han disfrutado  los  terratenientes. 
Las medidas de redistribución  de la  propiedad rural,  confiésese 
o no,  son concebidas por  taler  movimientos como  acciones  de ca- 
rácter  punitivo  contra  los  terratenientes.  (...)  Por  todo  esto 
es de esperar  que haya resistencia  para aceptar  un sistema  que 
ponga a cubierto  a los  tersdtenientes  expropiados  de los  efec  - 
tos  adversos de la  iirflación  (garantía  de la  que no gozan otros 
sectores  econ6micament.e  debiles)  y  les  abra  la  posibilidad  de 
mantenerse como  grupo privilegiado  a través  de la  propiedad o  - 
control  de industrias  cuyo establecimiento  va a ser  factible  - 
principalmente  mediante la  utilizacibn  del  credito  externo  del 
países (P.  Alibert  )  1904) e 
Otro  comentarista,  de posiciones  similares  al  anterior,  hace u- 
na apreciación  más dura a&i: 
Los que miran  1  a refoKla  agraria  con un enfoque de corredor  de 
propiedades,  lo  hacen casi  enteramente en términos  de los  ir@ 
reses  actuales  y  futuros  de los  grandes latifundistas,  una par 
te  de cuyas tierras  será áistribuida.  (...)  Entre  los  escritc 
res  que parecen inclinar2,  L  ~0 rxzs este  pimto  de vista  de la  ‘compra- 
venta. de la  propiedad  .~YCz’ se encuentra un trabajo  reciente  a= 
cerca  del  financiamiento  de la. refo&  agraria  en el  Per&  (...) 
Los que recomiendan que 1  a ti.demnizaci&  a los  ex-propietarios 
contemple un apoyo del  valor  de mercado de los  bonos como  medio 
de eliminar  la  oposicibn  polltica  a la  reforma  agraria,  deben 
partir  de la  base que una aristooracia  de terratenientes  contrg 
la  firmemente  la  situaciOn  política.  Ademk  suponen que una rg 
forma agraria  sólo  puede lograrse  con el  consentimiento  y  en los 
términos  de los  terratenientes.  ¿Vale la  pena una reforma  agra- 
ria  de este  tipo?  y  ¿es cierto  que mantengan el  poder?  (...)  Una 
verdadera  reforma  agraria  sólo  se hace posible  cuando las  fuer- 
zas que la  exigen se hacen abrumadoras.  Estas  fuerzas  pueden” 
mifestarse  a través  de invasiones  del  campesinado  y  de las  comu- 
nidades’y  más recientemente  han aparecido  bajo  la  forma de exi- 
gencias  de parte  de los  Estados Unidos y  los  Organismos Interna_ 
cionales  .  (strasma  1964)  . 
Las críticas  a la  propuesta  Mann-Blase -que se orientan  más a 
sus consecuencias políticas  qde a la  viabilidad  operativa  de los  mecanis 
mos- hechas por  diferentes  autores,  a las  que nosotros  tenemos poc0 - que añadir,  podrían  resumirse  en tres: 
l.-  El  Fondo sólo  serviría  para  transferir  a la  industria  la  concentración 
de riqueza  y  poder  existente  en la  agricultura,  que es presumiblemente 
la  raen  de la  reforma  agraria.  No existe  razón para vincular  los  plz 
nes de promoción del  desarrollo  industrial  con el  pago de indemnizacio 
nes a los  terratenientes. 
2.-  El  Fondo cqetiría  con otras  instituciones  en la  captación  de recur-- 
sos para  la  inversión,  tanto  en el  mercado nacional  como en el  exterior 
absorverfa,  además, una parte  del  presupuesto  del  Estado,  todo  ello  en 
favor  de los  terratenientes. 
Ji-  En la  práctica  es una forma disfrazada  de convertir  el  pago en bonos en 
pago en efectivo;  ‘Tos  propietarios  reciben  bonos,  los  depositan  en el 
fondo de inversiones  y  éste  se endeuda  en el  extranjero.  (,..)  El  Fondo 
presta  dinero  en cfvctivo  o proporciona  valores  transables  a los  terra- 
tenientes,  quienes  de esta  manera resultan  pagados a través  de préstamos 
internacionales,  aproximadamente  al  valor  nwinal  de su indemnizaci¿?n, 
en efectivo  -y  dado el  mercado libre  existente  en el  Pení  en moneda  durai’ 
(Strasma,  1965) . 
4.-  Uno de los  argumentos utilizados  en la  propuesta  consiste  en que se hace 
necesario  canalizar  productivamente  el  “capital  liberado”  por  la  reforma, 
Sobre este  punto  se expresa el  Informe  CIDA:  “El  razonamiento de que di- 
cho Fondo permitirá  el  empleo de  ?capital  liberado’  en manos de los  te  - 
rratenientes  expropiados para  dicho  fin  idesarrollo  industria[i  es un az 
gumento erróneo.  La reforma  agraria  no libera  ni  trucho menos crea  capi- 
tal.  Ella  no es sinó  una transferencia  del  factor  tierra  del  terrate  -- 
tiente  expropiado al  campesino  beneficiario,  Lo que ei  mecanismo  indica 
do se propone es precisamente  todo ío  contrario;  esto  el,  crear  capital 
para  liberar  bonos.  Pero este  capital  que se crea  no tiene  por  qué ser 
necesariamente concedido a los  terratenientes  expropiados,  En consecueg 
ci  el  único  argumento que parece ser  válido  de los  exhibidos  por  quienes ble  a 10s poseedores de la  tierna”  (CIDA,  1966). 
- 
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